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SECRETARIO DE

CUENTA: VICENTE

CASTILLO.

ESTUDIO Y

RAÚL PARRA

Cuernavaca, Morelos, a veintiséis de octubre de dos mil

veintidós.

1. RESUMEN DE LA RESOLUCION

SENTENCIA DEFINITIVA que se emite dentro de los autos

del expediente número TJA/SaSERA/JRAEM-005/2020,

promovido por    contra actos del

Presidente Municipal del H. Ayuntamiento Constitucional

de Cuautla, Morelos, y otra autoridad, en la que se declara

procedente el presente juicio y se confirma la ilegalidad del

acto impugnado consistente en el cese verbal injustificado del

que fue objeto la parte actora, declarando su NULIDAD

LISA Y LLANA, al siguiente tenor:
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Parte actora:

Autoridades

demandadas:

2. GLOSARIO

1) Presidente Municipal del H.

Ayuntamiento de Cuautla, Morelos.

2) Secretario Municipal del H

Ayuntamiento de Cuautla, Morelos.

Acto lmpugnado: El cese i,njustificado emitido de
forma verbal por las autoridades
demandadas de fecha veintiocho
de enero de dos mil diecinueve.

LJUSTICIAADMVAEM: Ley de Justicia Administrativa del
Estado de Morelos.l

LORGTJAEMO: Ley Organica del Tribunal de
Justicia Administrativa del Estado
de Morelos2.

LSSPEM: Ley del Sisfema de Seguridad
Pública del Estado de Morelos.

LSERCIVILEM: Ley del Seruicio Civil del Estado de
Morelos.

CPROCIVILEM: Codigo Pracesal Civil del Estado
Libre y Soberano de Morelos.

LSEGSOGSPEM: Ley de Prestaciones de Seguridad
Socra/.

Tribunal: Tribunal de Justicia Administrativa

I Publicada el diecinueve de julio de dos mil diecisiete en el Periódico Oficial ,,Tierra y Libertad,,
5514.
2 Publicada el diecinueve de julio de dos mil diecisiete en el periódico oficial ,,Tierra y Libertad,,
55'14.
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del Estado de Morelos

3. ANTECEDENTES DEL CASO

l.- Con fecha diecinueve de febrero de dos mil diecinueve,

compareció la parte actora, por su propio derecho ante este

ïribunal a promover Juicio en contra de las autoridades

demandadas, señalando como acto impugnado:

El cese injustificado del que fui objeto, mismo que fue emitido de
forma verbal por las autoridades demandadas de manera unilateral,
imperativa y coercitiva

2.- Mediante auto de fecha veintiuno de febrero de dos

mil diecinueve, con fundamento en lo dispuesto por los

artículos 5 y 44 de la Ley de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos, fue desechada la demanda por

considerarse que este Tribunal no era competente para

conocer del juicio incoado por la parte actora.

3.- lnconforme con la resolución, la parte actora

interpuso Recurso de ReconsideraciÓn en contra del acuerdo

de desechamiento de demanda, mismo que fue admitido por

auto de fecha cuatro de marzo del dos mil diecinueve.

4.- Substanciado que fue el Recurso de

Reconsideración, con fecha ocho de mayo del dos mil

diecinueve se dictó la sentencia interlocutoria, mediante la

cual se declararon fundados pero inoperantes los agravios
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expuestos por el recurrente, subsistiendo el desechamiento

de demanda.

5.- con fecha veintitrés de enero der dos mil veínte, se

dictó nuevamente sentencia interlocutoria dentro del Recurso

de Reconsideración, en cumprimiento al fallo protector de

fecha veintiocho de noviembre del dos mil diecinueve, emitido
por el Primer Tribunal colegiado en Materias penal y

Administrativa del Décimo octavo cirçuito en el número de

expediente D.A. 41712019, mediante el cual se consideraron

fundados los agravios hechos varer por la parte actora.

Por tanto, se declaró procedente el Recurso de

Reconsideración, revocando el acuerdo de fecha veintiuno de

febrero del dos mil diecinueve, y en consecuencia se admitió

la demanda inicial presentada por la parte actora, ordenando

emplazar a las autoridades demandadas, para que en un

plazo improrrogable de diez días produjeran contestación a Ia
demanda instaurada en su contra, con el apercibimiento de

ley.

6.- Por respectivos acuerdos de fecha veintiuno de

febrero del dos mil veinte, se tuvo por presentadas a las

autoridades demandadas, dando contestación a la

demanda instaurada en su contra, oponiendo las causales de
improcedencia y por anunciadas sus pruebas.

En ese mismo acto, con er apercíbimiento de ley, se

ordenó dar vista a la parte actora por el término de tres días
para que manifestará lo que en su derecho conviniera. De

igual forma se le hizo de su conocimiento que podÍa ampliar
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su demanda en términos de lo dispuesto por el artículo 41 de

la LJUSTICIAADMVAEM, acuerdo que fue notificado de

manera personal a la parte actora,el veíntiséis de febrero de

dos mil veinte.

7.- Por acuerdo de fecha cinco de marzo de dos mil

veinte, se tuvo por presentado al representante procesal de la

parte actora desahogando la vista ordenada por auto de

fecha veintiuno de febrero de dos mil veinte, y se le tuvieron

por hechas sus manifestaciones.

8.- Por acuerdo de fecha veinticinco de agosto de dos

mil veinte, se tuvo por perdido el derecho de la actora para

ampliar su demanda y con fundamento en lo dispuesto por el

ordinal 51 de la LJUSTICIAADMVAEM se ordenó abrir juicio

a prueba por el plazo común para ambas partes de cinco

días.

9.- Por auto de fecha cinco de octubre del dos mil

veinte, se tuvo a la parte actora, interponiendo incidente de

nulidad de notificaciones en contra de la notificación de fecha

treinta y uno de agosto del dos mil veinte, por medio del cual

se notificaba a las partes para ofrecer pruebas en un plazo de

cinco días hábiles; incidente que fue declarado fundado,

ordenándose reponer el procedimiento a partir de la

notificación i rregular.

10.- Con fecha cuatro de marzo de dos mil veintiuno,

se tuvo por presentado al representante procesal de la paúe
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demandante ofreciendo las pruebas de la parte actora, y
toda vez que las autoridades demandadas no ratificaron sus
pruebas en términos de lo dispuesto por el Artículo s3 de la
Ley de Justicia Administrativa det Estado de Morelos, se les

tuvo por precluido su derecho que pudieron haber ejercido;
sin embargo, para mejor proveer se tuvo por admitidas las

documentales anunciadas en el escrito de contestación de
demandada, procediendo a señalar día y hora para celebrar
la Audiencia de Ley.

11.- con fecha cuatro de mayo de dos mil veintiuno, se
llevó a cabo la audiencia de Ley, en donde se hizo constar la
comparecencia del representante procesal de la parte
actora, y por otra parte, la incomparecencia de las
autoridades demandadas.

se desahogaron las correspondientes pruebas

admitidas y se continuó con ra etapa de alegatos, sin que

ninguna de las partes los formulara, por ello se le tuvo por
precluido su derecho y se citó a las partes a oír sentencia.

12.- Por acuerdo de fecha dieciocho de agosto de dos
mil veintiuno, se dejó sin efectos la citación para dictar la
sentencia, y en ejercÍcio de la facultad contenida en el artículo
28 fracción I de la LORGTJAEMO, se ordenó regula rizar el
procedimiento a fin de garantizar el derecho de justicia

efectiva solicitándose diversa información al Área de
Recursos Humanos der Ayuntamiento de cuaufla, Morelos, y
al centro Estatal de AnálÍsis de lnformación sobre seguridad
Pública.
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13.- Por autos de fechas tres y veintinueve de

septiembre del dos mil veintiuno, se dio vista a las partes con

la información presentada por las autoridades referidas en el

numeral anterior para que manifestaran lo que a su derecho

conviniera, teniendo respectivamente por autos de fechas

veintinueve de septiembre y veintiuno de octubre del dos mil

veintidós, únicamente al representante procesal de la parte

actora, desahogando en tiempo las vistas ordenadas.

14.- Por acuerdo de fecha veintiuno de octubre del dos

mil veintidós se tuvo a la parte actora interponiendo incidente

de impugnación 'de validez y autenticidad de documento,

respecto del escrito de fecha veintiuno de febrero del dos mil

veinte; incidente que mediante sentencia interlocutoria del

treinta de noviembre del dos mil veintiuno se declaró

improcedente.

15.- Al no existir impedimento para la continuación de la

secuela procesal, por acuerdo de fecha nueve de mayo del

dos mil veintidós y al no encontrarse pendiente de resolver

incidente o recurso alguno, se procedió a CERRAR LA

INSTRUCCIÓN, y se citó a las partes a oír sentencia, misma

que ahora se emite, conforme a los siguientes capítulos:

4. COMPETENGIA

Ëste Tribunal es competente parâ conocer y resolver el

presente asunto de conformidad con lo dispuesto por los

artículos, 116 fracción V de la Constitución Política de /os
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Esfados unidos Mexicanos; 109 bis de ra constitucion

Política del Estado Libre y soberano de Morelos', 1, 1g inciso

B fracción ll sub inciso l) y demás relativos y aplicables de la

LORGTJAEMO; 196 y Noveno Transitorio de la LSSpEM.

Lo anterior en razón de qué, si bien la parte actora

tenía el cargo de Médico adscrito a ra secretaría de

seguridad Pública y Tránsito Municipal del H. Ayuntamiento

constitucional de cuautla, Morelos, también es cierto, que de

lo actuado en juicio se acredita que a partir del día dieciséis
de enero del dos mil diez, el demandante era sujeto del

sistema de seguridad Pública der Estado de Morelos y la
relación que lo unía con la autoridad demandada era de

carácter administrativa,, tal y como se disertará a

continuación.

El imperativo que tienen las Legislaturas de los

Estados para regular las relaciones de los trabajadores del

Estado y sus Municipios, deberá estarse en todo al contenido

del ar1ículo 123 apartado B, fracción Xlll de la constitucíón

Política de los Estados unidos Mexicanos, por lo que en

tratándose de los miembros o agentes de las instituciones

policiales y de seguridad pública o auxiliares de la seguridad

pública, deben de regularse por sus propias reyes, pues nos

encontramos frente al escenario de que la prestación de un

servicio entre los miernbros de estas instituciones y el Estado

es de un status jurídico diverso ar raboral y que no puede ser

de otra naturaleza que adminístrativa, en virtud de las

actividades que llevan a cabo.



T]A TJA/s"S E RA/J RAE M.OO 5 I 2O2O

TRlBUNAL DE JUSTICIA ADI,lINISTRAT]VA

DEL ÉSTADO DE MORELOS

\

oo
ct

q)
Lõ

tJ.

tsl*
u

$
t-l

.fi

Nô¡
Õ
N

Para el efecto, el artículo 4 de la LSSPEM en sus

fracciones I y XVI , ala letra establecen:

Artículo 4.- Para los efectos de la presente Ley, se entiende por:

i. Rux¡¡¡ares de la Seguridad Pública, a los prestadores de Servicios
de Seguridad Privada y todas aquellas personas que realicen
funciones y servicios relacionados con la Seguridad Pública;

iV tnstituciones de Seguridad Pública, a las instituciones
Policiales, de Procuración de Justicia, del Sistema Penitenciario y de
las Dependencias encargadas de la Seguridad Pública a nivel
Estatal y Municipal, así como a los,encargados de su capacitación,
formación y profesionalización durànte el desarrollo del servicio de
carrera;

Por lo que quienes realicen funciones y servicios

relacionados con la seguridad pública, serán considerados

sujetos de la LSSPEM, aún y cuando en el presente juicio la

parte actora haya ocupado el cargo de médico adscrito a la

Secretaría de Seguridad Pública y Tránsito Municipal del H.

Ayuntamiento Constitucional de Cuautla, Morelos, y las

autoridades demandadas sostengan que el presente juicio

se debe substanciar ante tribunales de orden laboral.

Por su parte, los artículos 5, fracciones Vl y VI, 6, 8, 68,

149, 159 y 165 de la LSSPEM establecen:

Artículo 5.- Las instituciones de seguridad pública, de conformidad
con el artículo primero de esta ley se coordinarán para:

V. Realizar acciones y operativos conjuhtos;
Vl. Realizar las demás acciones que sean necesarias para incrementar
la eficacia en el cumplimiento de los fines de la Seguridad Pública.

"ArtÍculo 6.- Las acciones que desarrollen las autoridades
competentes de la Seguridad Pública en el Estado y los Municipios
se coordinarán a través de un Sistema Estatal, mismo que se
integrará con las instancias, instrumentos, políticas, servicios y
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acciones prev¡stos en esta Ley, tendientes a cumplir los objetivos y
fines de la seguridad pública, de conformidad con lo que estãblece ét
artículo 21 de la constitución General, la Ley General y la presente
Ley.
Artículo 8.- Los integrantes de las instituciones policiales, peritos
y ministerios públicos serán considerados personal de seguridad
pública y deberán cumplir con lo dispuesto en la fracción lv, del
artículo 100 de la presente ley; por lo que se sujetarán para su ingreso
y permanencia a las evaluaciones de certificación y control de
confianza.
AÉículo 68.- Las relaciones jurídicas entre las lnstituciones de
seguridad Pública, el personal conformado por los cuerpos
policíacos, peritos y ministerios púbricos se regirán por el apartado B,
del artículo 123, de la constitución política de los Estados Unidos
Mexicanos, la propia del Estado, la presente Ley y demás
disposiciones legales aplicables.
Los agentes del ministerio público, ros peritos y tos miembros de las
instituciones policiales del Estado y de los municipios, serán
separados de sus cargos de conformidad con las disposiciones
aplicables, y eñ caso de que no acrediten las evaluaciones de control
de confianza serán removidos por incurrir en responsabilidad en el
desempeño de sus funciones.
Artículo 149.- Las lnstituciones de seguridad pública, cumptirán y
mantendrán actualizados los registros previstos por ei secretariadó
Ejecutivo delSistema Nacional de SeguriOaa pU¡¡ica.
En el Estado el responsable de ra o'peraciðn v ruw¡riento de los
Registros Nacionales de seguridad pública será la comis¡¿n Estatal de
seguridad Pública en coordinación con el secretariado Ejecutivo,
siguiendo las políticas del sistema Nacional y dando cumplimiento a
los acuerdos nacionales.

"Artículo 150.- El centro Estatar tendrá a su cargo la inscripción y
actualización de los integrantes de las instituciónes de seguridaá
pública en el Registro Nacional del personat de seguridad Þúbl¡ca
de conformidad con lo dispuesto en la Ley General.

Ärt¡culo 165.- Los elementos de ras instituciones policiales, que
sean sujetos a investigación ó procedimiento administrativo
interno, como medida preventiva podrán ser asignados a las áreas
donde no tengan acceso al uso de armas, ni vehículos, ni contacto con
el público en general, estando a disposición de la Visitaduría General
o las Unidades de Asuntos lnternos respectivas.

De los preceptos legales antes citados, se advierte que

las instituciones de seguridad pública se coord¡narán para

realizar acciones y operativos, además de realizar acciones
que sean necesarias para incrementar la eficacia en el

cumplimiento de los fínes de ra seguridad pública; que las

acciones que desarrollen las autoridades cornpetentes de la
seguridad Pública en el Estado y los Municipios se
coordinarán a través de un sistema Estatal; que los
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integrantes de las instituciones policiales y peritos serán

considerados personal de seguriöad pÚblica y deberán

sujetarse a evaluaciones de certificaciÓn y control de

confianza.

Además, , QUe las relaciones jurídicas entre las

lnstituciones de Seguridad Públicâ,,; êl personal conformado

por los cuerpos policíacos y peritos se rigen por el apadado

B, del artículo 123, de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos y la LSSPEM; que dichos elementos

podrán ser separados de su cargo de conformidad con las

disposiciones aplicables; que los miembros de las

instituciones de seguridad pública deberán estar inscritos en

el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública; y

que los elementos de las instituciones policiales pueden ser

sujetos a investigación o procedimiento a cargo de las

Unidades de Asuntos lnternos respectivos.

Así mismo, el artículo 196 de la LSSPEM determina

que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, ahora

Tribunal de Justicia Administrativa es competente para

conocer de los conflictos que Se susciten entre los elementos

de las instituciones policiales, así como los peritos, con el

Estado o los Municipios.

Artículo 196. El Tribunal de lo Contencioso Administrativo del
Estado de Morelos será el corñpetente para conocer de los
conflictos derivados de las prestaciones de servicios del personal

administrativo; de los emanados de los procedimientos
administrativos iniciados en contra del personal operativo o de los

elementos de las instituciones policiales definidos en esta ley en el

ámbito estatal o municipal así como de los ministerios públicos,
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peritos y pol¡cía ministerial de la procuradurÍa General de Justicia del
Estado, igualmente será el órgano jurisdiccional competente de
conocer de los actos que emanen de la remoción inmediata de los
mismos por la no acreditación de los requisitos de permanencia que
contempla esta ley.

Ahora bien, de las constancias que integran los autos
del presente expediente, existen los siguientes elementos de
prueba para acreditar que la parte actora, a partir del día
dieciséis de

LSSPEM:

enero del dos mil diez, es sujeto de la

Documental consistente en copia certificada de

Memorandum de fecha dieciséis de enero del dos mil diez,
firmado por el secretario de seguridad pública y Tránsito
Municipal de cuauila, Moreros, dirigido al Director de
Recursos Humanos3, mediante el cual hace saber Io

siguiente:

"Por disposición det Llc. LUts FELtpE xAVtER GUEMES R/os,
Presidente Municipal constitucional det H. Ayuntamiento, con fecha
16 de enero al 15 de marzo det 2010, se /e concede ALTA
TEMPORAL, al C.   Z como MEDTCO
LEGlsrA, de Ia secretaría de seguridad ibtica y Tránsito
Municipal, cubriendo plaza creada con et propósito de integrar los
ytadrgs de _seguridad púbtica Municipal en apego a ra
constitución Polítíca de /os Esúados unidos Mexicanoé y Ia det
Estado, así como a ta Ley der sisfem a de seguridad púbtica det
Estado de Morelos y la Ley General del sisiema de seguridad
Ptiblica."

(Lo resaltado fue realizado por este Tribunal)

Documental consistente en copia certificada de
Memorándum de fecha diez de marzo del dos mil diez,
firmado por el secretario de seguridad pública y Tránsito
Municipal de cuaufla, Morelos, dirigido al Director de

3 visible a foja 42 del cuadernillo del expediente laboral del c.   
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Recursos Humanosa, mediante el cual hace saber lo

siguiente:

"Por disposición del LlC. LUIS FELIPE XAVIER GUEMES R/OS,
Presidente Municipal Constitucional del H. Ayuntamiento, con fecha
16 de Mamo al 15 de Mayo det 2010, se /e concede RFNOVACTÓN
DE CONTRATO, al   como MEDICO
LEG|STA, de ta Secretaría de Sbguridad Púbtica y Tránsito
Municipal, cubriendo Plaza Creada con el propósito de integrar los
cuadros de Seguridad Pública Municipal en apego a Ia
Constitución Política de /os Esfados Unidos Mexicanos y la del
Estado, así como a la Ley del Sisfema de Segurídad Pública del
Estado de Morelos y la Ley General del Sisfema de Seguridad
Pública." (sic)

(Lo resaltado fue realizado por este Tribunal)

Documental consistente en copia ceftificada de una

parte del contrato titulado "RELAC|ÓN ADMINISTRATIVA

DEL SERVICIO', siendo partes del mismo el Ayuntamiento

de Cuautla, Morelos y el Ciudadano , del

cual aparecen dos fojas, y se transcribe de la parte

conducente de la primeras de ellas, lo siguiente:

'' RELACI O N AD M I N I STRATIVA D EL S ERVI C I O

RELACION INDIVIDUAL ADMINISTRATIVA DEL SERY/C/O QUE
CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL HONORABLE AYUNTAMIENTO
DE CUAUTLA, MOREIOS, EN LO SUCES/YO DENOMINADO 'EL
AYUNTAMIENTO', REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR EL C.

UCENCI,ADO tUlS FELIPE XAVIER GUEMES RiOS, PRES/DENTE
MUNICIPAL Y POR LA OTRA EL CIUEADANO 

A QUIEN EN tO SUCES/YO SE DENOMINARÁ EL MÉDICO
LEGISTA, EN CUMPLIMIENTO A LO DISPUESTO POR tOS
ART1CULOS 129 APARTADO B FRACCION XIil DE LA
CONSTITUCION POLíTICA DE tOS ESTAÐOS UNTDOS
MEXICANOS 1, 2, 3, 5, 8, 68 Y 194 Y DEMAS RELATIVOS Y
APLICABLES DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA
DEL ESTADO DE MORELOS, AL TENOR DE LAS DECLARACIONES
Y CLÁU SUTAS S/GUIENTES:

DECLARACIONES

islble afoja3T del cuadernillo del expediente laboral del C. 
    .
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EL AYUNTAMI ENTO DECLARA:

l.- Es un ente con personalidad jurídica y patrimonio propio ...

Que para fodos /os efecfos legates derivados de esfa relacion
administrativa del servicio declara tener como damicilio ...

Que para el cumplimiento de /os fines establecidos en /os
artículos 21, 115 fracción tll inciso H, lzs apaftado B, fracción xlll
de la constitución PolítÍca de /os Esfados lJnidos Mexicanos, 114
bis fracción vlll de la constitución potítica del Estado Libre y
!9be.ryno !e! Estado de Moretos; 1, 12J de Ia Ley Orgánicâ
Municipal del Estado, 2, S, g de la Ley det Sisfema Ae Seg-uriaaA
Ptiblica del Estado de Moreros y para garantizar el derecho a ta
seguridad publica de fodas las personas, habitantes o transeúntes
en el Municipio es necgsario requerir de personal que integre las
corporaciones policiacas. .. "

(Lo resaltado fue realizado por este Tribunal)

Documental consistente en copia certificada del oficio

DRH-324-02-2020, de fecha veinticuatro de febrero del dos
mil veinte, firmado por el oficial Mayor del Ayuntamiento de

cuautla, Morelos, y dirigido al sub delegado de prestaciones

económicas delegación lsssrE, cuernavaca, Morelos6;

oficio del cual se transcribe lo siguiente:

"Par este conducto me permito hacer de su conocimiento que el c.
  , ha laborado en esfe Ayuntamiiiento en

diferentes Administracrones desde et 01 de Enero det 2002, bajo
el régimen de honorarios en diferentes periodos, ta úttima fec-ha
de reingreso fue el '/,6 de Enero del 2010 como Médico Legista,
siendo'hasta el 16 de Enero del 2012 gue se'ie dá de atta en el
servicio médico del /. S.S.S.T.E. ...,

Documental conE,istente en cuatro comprobantes
Fiscales Digitales por lnternetT, expedidos por el municipio de

cuautla, Morelos, a nombre de   , que

abarcan los meses de noviembre a diciembre del dos mil

dieciocho, y de donde se desprenden los siguientes datos:

iyi.jgl" a foja 001 del cuadernillo del expediente taborat det C.  ' Vrsrbles de la foja 9 a la 12 del expediente principal.
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"Puesto: MEDICO
Depto: DEPTO ADMTIVO DE SEGURIDAD PUBLICA'

Documental consistente en oficio CES/CEAISSP/2831-

2þ21, de fecha dos de septiembre del dos mil veintiuno,

firmado por el Director General del Centro Estatal de Análisis

de lnformación sobre Seguridad Pública, y anexo de dos

fojass, dirigido al Magistrado JOAQUíN ROQUE GONZ ntF.z

CEREZO, Titular de la Quinta Sala Especializada de

Responsabilidades Administrativas del Tribunal, en donde se

le informa lo que en su parte conducente a continuación se

transcribe:

'1. Remita el Registro actualizado de    con
historial; el cual deberá contener cuanto menos los siguienfes datos:
En atención a este numeral, se envía hoia de se¡vicio en original del
Regrsfro Naciohal de Personal de Seguridad Pitblica lR.N.P .).
2. Fecha en que fue dado de alta   en el
Registro Nacional de Personal de Seguridad Pública.
En respuesfa a esfe numeral, la fecha de alta es .L6 de enero de
2010.

6. Copia simple de la Constancia de Consulta de 
 con Código de Barras C/8 1708010056A4P, para optimizar el

informe solicitado y sobre esta documental se solicita informe:

En atención a esfe numeral, se envía Ia hoia de servício en
original, Ia cual contiene el CIB 170801005604P, haciendo
mención de que los dafos contenidos en Ia constancia de
consulta están contemplados en Ia hoia de servicio.

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

Y del anexo, se extrae lo siguiente

" Fecha: 02/09/2021
DATOS PERSONATFS
APELLI DO PATERNO:
APELLIDO MATERNO: 
NOMBRE(S): 

t Visible de la foja 245 ala248 del expediente principal.
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ADSCRIPCIÓN ACTUAL. LA PERSONA /VO CIJENTA CON
A D S C R I P C/O/VÊS ACT I V A S.
EMPLEOS Eru SEGURIDAD PUBLICA
DEPENDENCIA: SEGURIDAD PUBLTCA MIJN\C\4AL.
CORPORACION: SECRETARTA DE SE?URIDAD \UBL\CA y
TRANSITO.
//VGRESO: 16/01/2010
PUESTO FUNCIONAL: MEDTCO
RANGO A CATEGORIA: MEDICO LEGTSTA
MUNICIPIQ O DELEGACTON: Cuauila (MOR)

D E P EN D EN C I A: SEG URI DAD p U BLTCA M tJ N tàt pAL.
CORPORACIÓN: SECRETARIA DE SEGTJRIDAD PTJBLICA Y
TRANSITO.
//VGRESO: 16/01/2010
PUFSIO FU NCI ONAL: COORDT NADOR
RÁNGO O ATEGORTA: COORDTNADOR SERVIC|7 MEÐjCO.
MUNICIPIO O DELEGACION: Cuaufla (MOR)

SEPARACTOU: OLTAZO|S

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

Documentales que obran en cop¡a certificada y

original, por lo tanto, se les confiere valor probatorio pleno en

términos de lo dispuesto por el artículo 43T pr¡mer párrafoe

del cPRoclvlLEM de aplicación supletoria a la

LJUSTICIAADMVAM.

Documental consistente en copia simple de la

constancia de consulta en el Registro Nacional del personal

de Seguridad Pública1', con código de barras CIB:

170801005604P, ên la que se hizo constar que el c.
  , se encuentra r inscrito en el

Registro del Personal de seguridad pública con Clave única

de ldentificación permanente (CU lp):

s RRIíCULO 437.- Documentos públicos. Son documentos públicos los autorizados
por funcionarios públicos o depositarios de la fe pública, dentro de los límites de su
competencia, y con las solemnidades o formalidades prescritas por la Ley. Tendrán
este carácter tanto los originales como sus copias autbnticas firmadas y áutorizadas
por funcionarios que tengan derecho a certificar.
::'
''Visible a foja'13 delexpediente principal.
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EOCO751114H094484964; y además con los siguientes

datos:

"Adscripción en: MORELOS
Municipio: CUAUTLA WAfl
Dependencia: SEGURIDAD PUBLICA MUNICIPAL
CoTpoTaciON: SECRETARíA DE SEGIJRIDAD PUBLICA Y
IRANS/TO MUNICIPAL
Puesto: MEDICO
Nivel de Mando: OPERATIVO
En el área de: SEGURIDAD PUBLICA"

Documental que obra en copia simple, por lo que por

sí misma no hace prueba plena, sin em bargo,

adminiculada con las demás probanzas, sí genera

convicción en este Órgano Colegiado en favor del

demandante.

lnforme de Autoridad que mediante oficio número

FGE/CECC/DG/07291202111 , rindió con fecha trece de abril

del dos mil veintiuno, el Director General del Centro de

Evaluación y Control de Confianza del Estado de Morelos,

mediante el cual informó al Magistrado JOAQUíN ROQUE

GONZÁLEZ CEREZO, Titular de la Quinta Sala

Especializada de Responsabilidades Administrativas del

Tribunaln lo que a continuación se transcribe:

.1. El nombre de la dependencia que solicitó a ésfe Centro de
Evaluación y Control de Confíanza del Estado de Morelos, Ie
fueran aplicados los exámenes de control de confianza al
ciudadano  fue Ia Secretaría de Seguridad
Ptiblica y Tránsito Municipal de Cuautla, Morelos.
2. Conforme a Io solicitado por Ia Secretaría de Seguridad P(tblica y
Tránsito Municipal de Cuautla, Morelos, el ciudadano  

, fue evaluado para elpuesfo de Coordinador Médico.
,r

tt Visible a fojas 180 y 181 delexpediente principal
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3. segun la referido por la secretaría de seguridad pública y Tránsito
Municipal de cuautla, Morelos, al ciudadano   , se
le evaluó para un puesto Administrativo.
4. Por lo que hace a /as fechas en las gue se le aplicaron al
ciudadana   , ras evaruaciones de controt de
confianza esfas son: et día 04 de noviembre de 2016, se ie
practicaron /as pruebas de Toxicología, Médica y psicológica
respectivamente, el día 07 de noviembre de 2016 su examen
socioeconómico y finalmente con fecha 24 de naviembre de 2016, et
examen Poligráfico."

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

Testimonial a cargo de las testigos REYNA CRUZ

SANTIAGO y SANTA EDITH OcAMPo GARCíA; prueba

desahogada en la audiencia de ley de fecha cuatro de mayo

del dos mil veintiunol2, de la que se extrae de su parte

conducente lo siguiente:

"...queda ante la presencia jurisdiccíonal ta Çiudadana REyNA ÇR|JZ
SANTIAGO.. .

En esfe acfo se procede a formular las preguntas que fueron
calificadas de legales y que están contenidas en el interrogatorio det
demandante....a la CINCO: lo conozco porque trabajàba coma
médico legista en Ia secretaría de seguridad púbtica det
Ayuntamiento de cuautla, Morelos, porque et día veintiséis de enero
del dos mil diecinueve apraximadamente como a /as diez de la
noche ya circulaba sobre el libramiento de la carretera que va a
oaxaca a la altura de casa vargas cuando unos poricías me
indican que me orillara que era para una revisión de
alcoholímetro y al orillarme me dijeron que me bajara de mivehículo
y es donde se presenf a con una bata blanc  del tado izquierdo en una
bolsa decía   y atréts de su bata decía
médico legista y me düo que era una revisión para el
alcoholímetro para prevenir atgun tipo de accidente; a ra sE/s.
porque se presento 'como medico tegista como quedo en la
contestación anterior;......Acto seguido previa la separación de tas
fesfigos queda ante la presencia la cíudadana sANrA EDtrH
OCAMPO GARCíA....En esfe acto se procede a formular las
preguntas que fueron calificadas de legales....a la CTNCO: porque
trabajaba como médico legista en la secretaría de seguridad p(tbtica
de cuautla, Morelos; a /a sE/s; et día veintidós de-enero del dos
mil dlecinueve yo me encontraba con mi novio en cuauila Morelas,
estaban dos en un antro llamado Momma, cuando salimos de ahí
justamente en la esquþa nos hizo Ia parada tránsito nos indicó que
nos esfacionáramos y de ahí se acerco el ciudadano  ,
se presenfó y nos explicó el procedímiento que nas iba a hacer que
era la prueba del alcoholímetro ltevaba una bata blanca donde

'2 Visible de la foja 197 a la 204 del expediente principal
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decía su nombre en su lada derecho y atrás con letras negras decía
médico legista.. ." (Sic)

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

Pruebas que en su conjunto son valoradas atendiendo

a las leyes de la lógica y de la experiencia en términos de lo

dispuesto por el artículo 49013 del CPROCIVILEM de

aplicación supletoria a la LJUSTICIAADMVAM, y de las

cuales se puede concluir lo siguiente:

Que el C. , ha laborado en el

Ayuntamiento de Cuautla, Morelos en diferentes

Administraciones desde el 01 de Enero del 2002, bajo el

régimen de honorarios en diferentes periodos; qué con fecha

dieciséis de ene¡o de dos mil diez, fue contratado como

médico legista adscrito a la Secretaría de Seguridad Pública y

Tránsito Municipal, con el propósito de integrar los cuadros

de Seguridad Pública Municipal en apego al artículo 123

apartado B, fracción Xlll de la Constitución Federal y a la Ley

del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Morelos; y

que según los Comprobantes Fiscales expedidos por el

municipio de Cuautla, Morelos, a nombre de  

que obran en autos a fojas de la 9 a la 12, aún en los

meses de noviembre a diciembre del dos mil dieciocho, el

actor seguía desempeñando su función como médico ante

dicha dependencia.

t3 ARTICULO 490.- Sistema de valoración de la sana crítica. Los medios de prueba
aportados y admitidos, serán valorados cada uno de ellos y en su conjunto,
racionalmente, por el Juzgador, atendiendo a las leyes de la lógica y de la experiencia,
debiendo, además, observar las reglas especiales que este Código ordena.
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Asimismo, la valoración de las pruebas arroja que con

fecha dieciséis de enero del dos mil diez, la parte actora

fue dado de alta en el Registro Nacional de personar de

Seguridad Pública; que cuenta con Clave única de

ldentificación Permanente (GUlp):

 empleo en seguridad púbrica

municipal, ante la corporación "secretaría de seguridad

Pública y Tránsito", con la categoría de médico legista, en el

municipio de cuautla, Morelos; siendo dado de baja en dicho

registro con fecha primero de febrero del dos mil diecinueve;

y que a solicitud de la secretaría de seguridad púbrica y
Tránsito Municipal de cuautla, Morelos, en er año dos mil

dieciséis, le fueron aplicados al c.  
exámenes de control,de confianza.

De igual manera, el desahogo de la prueba testimonial

refuerza la función que desempeñaba la parte actora como

médico legista en la secretaría de seguridad púbrica y

ïránsito Municipal de cuautla, Morelos, pues ros testigos

fueron atestes en declarar que el c.  ,
participaba en los retenes de la policía en su funcíón de

médico para aplicar pruebas de alcoholímetro; esto en

prevención de algún accidente; hechos que les constan a los

testigos en el año del dos mil diecinueve.

Ahora, si bien es cierto que existen constancias de que

la parte actora ingresó a laborar para el Ayuntamiento de

cuautla, Morelos en diversas administraciones desde el año

dos mil dos, también es cierto, que no existen pruebas que de

manera fehaciente acrediten que antes del dieciséis de
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enero del dos mil diez el demandante fuera sujeto de la

LSSPEM; pues es desde esta fecha en adelante, que existen

probanzas en juicio, de que el demandante realizaba

funciones propias de seguridad pública; qué fue dado de alta

en el Registro Nacional de Personal de Seguridad Pública

con Clave única de ldentificación Permanente; qué le fueron

realizadas evaluaciones de control de confianza; y que

realizaba funciones en colaboración con la policía, en

prevención de algún accidente.

Continuando con el análisis de la competencia de este

Tribunal en relación al cargo ocupado por la parte actora y

las funciones que realizaba, a continuación se analiza lo

manifestado por las partes en sus respectivos escritos, de

demanda y contestación a la misma.

Al respecto la parte actora,' dentro del capítulo de

hechos de su escrito inicialla, hizo referencia de los términos

y condiciones en que prestó sus servicios para la autoridad

demandada, manifestando lo siguiente:

"con fecha 01 de noviembre det 2002, fue, que ingrese a prestar mis

seruicios para la Secretaría de Seguridad PÚblica y Trétnsito Municipal

det H. Ayuntamiento Constitucionalde Cuautla, Morelos; en donde, fui

contratado por escrito y por tiempo indeterminado; y en (tltimas

fechas tenía las siguientes condiciones de trabaio y que son:

l.- Nombramiento: Medico adscrito a la Secretaría de Seguridad
Pública y Trétnsito Municipat del H. Ayuntamiento Constitucional de

cuaufla, Morelos; y realizaba /as funciones inherentes a esa

categoría como las que me indicaban mis superiores ierárquicos.
No por el hecho, que no tenga el cargo de "Policía", eso, no impida,
que no se trate de una relación adrhinistrativa; si no, que se debe

valorar en el área que estaba adscrito como las funciones gue

t4 Visible a fojas 4 y 5 del expediente principal.
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real¡zaba que siempre tenían de carácter operativas les decir,
acompañaba a las elementos policiacos a sus recorridos -rondines) y
t1ry.pié1, participaba en campañas para lograr la prevención del
delita. Y en ese sentido, se despren de de mãnera ctara ta existencia
de una relacÌón administrativa entre elsuscrifo con Ia secretaría deseguridad Pública y Triánsito Municipal del H. Ayuntamiento
constitucional de cuauila, Morelos; situación, que se' justifica en
términos de /as documentales que se exhiben ,o^o prueba....,' (sic) '

Por su parte, las autoridades demandadas en sus
respectivos escritos de contestación de demanda visibles a

fojas 107 y 10T vuerta (contestación realizada por el
Presidente Municipal del Ayuntamiento de cuaufla, Morelos),
y 1 18 y 1 18 vuelta (contestación emitida por el secretario
Municipal del Ayuntamiento del Municipio de cuaufla,
Morelos), expresaron lo siguiente:

"Precisado lo anterior, y atendiendo al escrito inicial de demanda de lapafte actora, se desprende una confesión expresa consistente en;"...nombramiento: Medico adscrita a la seiretaría de seguridad
Pública y Tránsito Municipal det H. Ayuntamiento contstitucional de
Cuautla, Morelos...l' situación que conduce a Ia conviccion, de que
entre la parte actora, y el Ayuntamiento demandado, no existe una
relación de carácter administrativa, toda vez, que ,oi irdrprndencia
d9 19 aludido por la actora, en términa.s esfnbfos el actor no es pafte
de /os miembros de seguridad p(tblica, tal como se ha señalado con
ant.elación, ya el desempeño de sus funciones no conducen el
objetiva de ofrecer seguridad púbtica a la sociedad.
Adeyá9 de lo expuesfo, es importante enfatizar que en términos de ta
confesión expresada por la parte actora en iu escnlo iniciat de
demanda, en la que menciona que sus funciones son; Médico
adscrito a la secretala de segurida,d pubtica y Tránsito Municipat detH. Ayuntamiento constitucional de cuaufla, Morelos...,, en tal
supuesto, se infiere que el desempeño de sus fu nciones era brindar
servicio medico a ios miembros de las instituciones de seguridad
pública, que ninguna relación tiene tates actividades con la seguridad
publica que se encuentra a cargo del Ayuntamiento.,,(Sic)

En este contexto, en términos de lo dispuesto por el

aftículo 386 del cpRoclvlLEM, las partes asumirán la carga
de la prueba de los hechos constitutivos de sus pretensiones;
es decir, que quien afirma está obligado a probar; no
obstante, de conformidad con el artículo 3gr, fracción I de la
ley antes invocada, existe excepción al principio de la carga
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de la prueba, cuando la negación envuelva la afirmación

expresa de un hecho, aunque la negativa sea en apoyo de

una demanda o de una defensa.

.ARTíCIJLO 386.- Carga de ta prueba. Las pañes asumirán
la carga de la prueba de /os hechos constitutivos de sus
pretensiones. ,4sí la parte que afirme tendrá la carga de la
prueba, de sus respecfrVas proposiciones de hecho, y los
hechos soóre los que el adversario tenga a su favor una
presunción legal.
En casos de duda respecto a la atribución de Ia carga de la
prueba, ésfa se rendirá por Ia parte que se encuentre en
circunstancias de mayor facilidad para proporcionarla; o, si
esfo no pudiere determinarse por el Juez, corresponderá a
quien sea favorable el efecto jurídico del hecho que deba
probarse.

ARTíCULO 387.- Excepciones al principio de la carga de la
prueba. El que niega sólo tendrá la carga de la prueba:
l.- Cuando la negación, no siendo indefinida, envuelva la
afirmación expresa de un hecho; aunque la negativa sea en
apoyo de una demanda o de una defensa;

[ ..]'

En el caso que nos ocupa y de acuerdo a lo

manifestado por las partes en sus respectivos escritos de

demanda y de contestación a la misma prev¡amente

transcritos, existe carga probatoria para ambas.

En este sentido, las autoridades demandadas

negaron que su relación con la parte actora fuera de carácter

administrat¡va, y afirmaron que no es parte de los miembros

de seguridad pública, pues manifestaron que el desempeño

de sus funciones era brindar servicio médico a los miembros

de las instituciones de seguridad pública.

23



Sobre estas negaciones y afirmaciones, la carga

probatoria recaía en las autoridades demandadas, quienes

tienen mayor facilidad para demostrar la función que

desempeñaba en la Secretaría de Seguridad pública y

ïránsito Municipal de cuautla, Morelos, sin que se advierta

que lo hubieran hecho, pues no ofertaron pruebas tendientes

para acreditar su dicho.

Contrario a ello en autos obran las pruebas

documentales, el informe de autoridad y la testimoniar que

fueron anteriormente analizadas, y que adminiculadas entre

sí, demuestran que a partir del día dieciséis de enero del

dos mil diez, la parte actora era sujeto de la LSSpEM.

Por todo lo anterior disertado, quedó acreditado que lo

que la parte actora a partir del dieciséis de enero der dos

mil diez, en su calidad de médico, se encuentra considerado

como auxiliar de la instituciones policiales y en consecuencia

como personal de seguridad pública, por lo que este Tribunal

es competente para conocer del presente asunto. Resultando

improcedentes por infundada las defensas hecha valer al

respecto por las autoridades demandadas.

En consecuencia, se concluye que la relación de la
parte actora con las autoridades demandadas es de

naturaleza administrativa, encontrándose sujeta a lo

dispuesto por el aftículo 129 apartado B, fracción xilr
constitucional. Por lo que este Tribunal es competente para

conocer y resolver el presente asunto.
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5. PROCEDENCIA

Las causales de improcedencia, por ser de orden público,

deben analizarse preferentemente las aleguen o no las

partes, lo anterior de conformidad con lo dispuesto por el

ar1ículo 37 párrafo último de la LJI.TSTICIAADMVAEM, en

relación con lo sostenido en la siguiente tesis de

jurisprudencia de aplicación análoga y de observancia

obligatoria para esta potestad en términos de lo dispuesto en

los artículos 21 5 y 217 de la Ley de Amparo.

..IMPROCEDENCIA. ESTUDTO PREFERENCIAL DE LAS
cAUSALEs pREVrsrAs EN e¡- RnrÍculo 73 DE LA LEY DE

AMPARO.l5

De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 73
de la Ley de Amparo las causales de improcedencia deben ser

examinadas de oficio y debe abordarse en cualquier instancia en que

eljuicio se encuentre; de tal manera que si en la revisión se advierte
que existen otras causas de estudio preferente a la invocada por el

JueZ para Sobreseer, habrán de analizarse, sin atender razonamiento
alguno expresado por el recurrente. Esto es así porque si bien el

artículo 73 prevé diversas causas de improcedencia y todas ellas

conducen a decretar el sobreseimiento en el juicio, sin analizar el

fondo del asunto, de entre ellas existen algunas cuyo orden de

importancia amerita que se estudien de forma preferente. Una de

esias causas es la inobservancia al principio de definitividad que rige

en el juicio de garantías, porque si, efectivamente, no se atendió a
ese principio, la acción en sí misma es improcedente, pues se

entiende que no es éste el momento de ejercitarla; y la actualización

de este motivo conduce al sobreseimiento total en el juicio. Así, si el

Juez de Distrito para sobreseer atendió a la causal propuesta por las

responsables en el sentido de que se consintió la ley reclamada y, por

su parte, consideró de oficio que respecto de los restantes actos

había dejado de existir su objeto ö materia; pero en revisión se

advierte que existe otra de estudio preferente (inobservancia al

principio de definitividad) que daría lugar al sobreseimiento total en el
juicio y que, por ello, resultarían inatendibles los agravios que se

hubieràn hecho valer, lo procedente es invocar tal motivo de

tu TipO de documento: Jurisprudencia, Novena êpoca, lnstancia: Primera Sala,

Fuenie: Semanario Judicial de la FederaciÓn y su Gaceta, Tomo: lX, Enero de 1999,

Página: 13.
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sobreseimiento y con base en él confirmar la sentencia, aun cuando
por diversos motivos, al sustentado por el referido Juez de Distrito.',

Las autoridades demandadas opusieron como
causales de improcedenc¡a, las establecidas en las
fracciones lv, xlv y xv del artículo 37 de la

LJUST|G¡AADMVAEM, manifestando que se configuran:
porque el acto de impugnación no corresponde conocer al

Tribunal de Justicia Administrativa; porque el acto reclamado
es inexistente; y porque el acto impugnado no constituye en
sí mismo un acto de autoridad.

Por cuanto al anárisis de las causales de improcedencia
que plantean las demandadas, la primera de ellas, ya ha sido
analizada en el capíturo anterior al declararse la competencia
de este Tribunal para conocer del presente juicio; y por
cuanto a las siguientes dos causales que hace valer, se
desestiman debido a que guardan relación directa con el
fondo del asunto planteado, tal como se analizarâ en los
siguientes capitulos.

Es aplicable por analogía y robustece lo antes dicho, la
siguiente jurisprudencia emitida por el pleno de la suprema
corte de Justicia de ra Nación, publicada en el semanario
judicial de la federación, bajo el rubro:

:'].ry|ROCEDENC|A DEL JUTCTO DE AMPARO. Sr sE HACE VALERUNA GAUSAL QUE INVOLUCRA E!- ESTUDIO DE FoNDo DELAsuNTo, orgenÁ DEsEsnMARSE.16
Las causales de improcedencia deljuicio de garantías deben ser clarase inobjetables, de Io que se desprende que éi se hace varer una en raque se involucre una argumentación íntimamente relacionada con elfondo del negocio, debe desestimarse,'

lt^[o::rrépoca, Registro 1BTg7a, Tomo XV, Enero de 2aa2,Amparo en revisión2639/96. Fernando Arieola vega.27 de enero de 1ggg. unanimidad de nueve votosen relación con el criterio contenido en esta tesis.
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tt Visible a fojas: 107 vuelta, 108 y 109 por

demanda del Presidente Municipal del Ayunta
118 vuelta y 119 por cuanto a la contestaciÓn
Municipal de Cuautla, Morelos.
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Por otra pafte, una vez hecho el análisis

correspondiente al resto de las causales de improcedencia y

sobreseimiento contempladas en los ordinales 37 y 38 de la

LJUSTICIAADMVAEM, no se encontró que se configure

alguna causal de improcedencia o de sobreseimiento en el

presente juicio de nulidad sobre la que este Tribunal deba de

pronunciarse.

6. ESTUDIO DE FONDO

6.1 Planteamiento del Caso

La parte actora señaló como acto impugnado el cese verbal

injustificado de fecha veintiocho de enero de dos mil

diecinueve, por parte de las autoridades demandadas

quienes manifestaron que la parte actora no es objeto de un

procedimiento para el cese de sus funciones porque no es

parte de las instituciones de seguridad pública; y que

suponiendo que el cese haya ocurr¡do, este no constituye un

acto de autoridad, sino un acto emitido con el carácter de

persona moral oficial pr¡vada, es decir, como un ente

particular, similar al despido de un patrón17.

6.1.1 Argumentos de la parte actora

El demandante hace valer en la única razôn de

impugnación del escrito inicial de demanda, que tenía una



relación administrativa con la parte demandada por las

funciones que realizaba dentro de la Secretaría de Seguridad

Pública y Tránsito Municipar del H. Ayuntamiento

constitucional de cuauila, Morelos, por lo que la única forma

de separarlo de su trabajo debía ser por medio de un
procedimiento administrativo a través de la Dirección de
Asuntos lnternos, y en términos de ese procedimiento debía
ser sancionado por el consejo de Honor y Justicia de la
secretaría de seguridad pública y Tránsito Municipal del H.

Ayuntamiento constitucional de cuauila, Morelos, pero fue
algo que no hicieron las autoridades demandadas
violentando sus derechos humanos.

Así mismo refiere que nunca fue emplazado dentro de
procedimiento alguno y que no ha tenido la posibilidad de
defenderse para contestar la queja que se haya interpuesto
en su contra, para saber que hechos y la persona que
depone en su contra; qué tampoco tuvo la posibilidad de
ofrecer pruebas como repudiar las de su contraria y alegar a

su favor, en términos de ra LSSpEM; que las autoridades
demandadas debieron cumplir con estas formalidades
legales para estar en condiciones de destituirle de su trabajo.

Por otro lado, argumenta que tanto la emisión como
ejecución del acto impugnado versa por una autoridad que no

tiene facultades para erto, que existieron claras omisiones o
incumplimiento a las ,formalidades del procedimiento y que

consiste en una arbitrariedad como injusticia manifiesta sobre
la existencia del acto que se impugna.

6.1.2 Argumentos de las autoridades demandadas
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Las demandadas desarrollan en sus respectivos

escritos de contestación de demandals, argumentos relativos

a la falta de competencia de este Tribunal para conocer del

presente asunto, situación de la cual no se abundará por

haberse ya analizado y decretado la'competencia en términos

de lo disertado en el capítulo 4 de esta resolución.

Por otra parte, niegan haber ordenado el cese de la
parte actora, solicitando el sobreseimiento del juicio,

reiterando que el actor no es miembro de las instituciones de

seguridad pública; qué el acto que se reclama no es

propiamente un acto de autoridad, sino un acto emitido por

una autoridad en calidad de particular, esto es de patrón; y

que el actor a partir del día veintiocho de enero del dos mil

diecinueve dejó de acudir al centro de trabajo sin justificación

alguna.

Sigue manifestando, que el agravio hecho valer por el

actor resulta infundado toda vez que no realiza razonamiento

tendiente a demostrar que el derecho que reclama le asiste;

refiere que el actor no hace una expresión clara del porqué el

acto de autoridad le afecta en su derecho, pues se constriñe

a mencionar qué, por ser un miembro de seguridad pública, la

forma de separarlo de su encargo es a través de un

procedi miento ad min istrativo.

rE Contestación de demanda formulada por el Presidente Municipal del Ayuntamiento
de Cuautla, Morelos, visible de la foja 105 a la 113;y escrito de contestación realizado
por el Secretario Municipalde Cuautla, Morelos, visible de la foja 117 ala 122.
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Así mismo señala que no basta que el recurrente

exprese sus agravios en forma genérica y abstracta, es decir,

que se concrete a hacer simples aseveraciones, sino que

requiere que el inconforme exponga de manera razonada los

motivos concretos en los cuales sustenta sus alegaciones; y

refiere que de lo único que se duele el actor es que a su

juicio, se le debió iniciar un procedimiento administrativo, sin

que tal juicio le sea aplicable a la actora.

6.1.3 Fijación de la litis

Ën términos de lo dispuesto en la fracción I der artículo

86 de la LJUSTICIAADMVAEM, se procede a hacer la
fijación clara y precisa de los puntos controvertidos en el

presente juicio.

El asunto por dilucidar es la determinación de la

legalidad o ilegalidad del acto impugnado, emitido por las

autoridades demandadas, siendo el caso que la parte

actora aduce su ilegalidad.

6.2 Análisis de la razon de impugnación de mayor

beneficio

Dado el análisis en su conjunto de lo expresado por la
parte actora en las razones por las que se impugna el acto

que demanda, este Tribunal en Pleno se constriñe a analizar

la razon de impugnación que le traiga mayores beneficios. A

lo anterior sirve de apoyo por analogia el siguiente criterio
jurisprudencial:

"coNcEpros DE vlol-Rclót¡ EN AMpARo DtREcro. EL
ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU COT.¡CCS¡ÓT.I DEBE
ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUOIÉ¡IOOSE



TIA TJA/s"S E RA/J RA E M.OO 5 I 2O2O

OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS,
NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, ¡NCLUSIVE
LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES.19
De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo
del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con
independencia de la materia de que se trate, el estudio de los
conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al
principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que,
aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso,
inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto,
deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional
determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación,
atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se
declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho
contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los
ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de
justicia, esto es, que en los diversos asuntôs sometidos al
conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera
preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico
para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final
deberá ser declarado inconstitucional."

En ese tenor, se considera, fundada la razon de

impugnación hecha valer por el actor en donde señala que la

única forma de separarle de su trabajo, era realizando un

procedimiento en el que se le permitiera defenderse, ofrecer

pruebas, alegar a su favor en términos de lo señalado en la

LSSPEM, siendo la única manera en la que se le podía

destituir de su trabajo, y que por ello las autoridades

incurrieron en claras omisiones e incumplimiento con las

formalidades del procedimiento y que por ello el acto

impugnado es ilegal y debe declararse nulo.

19 No. Registro: L79.367, Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno,

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Xü, Febrero de 2005, Tesis: P./J.

312A05, Página: 5. Contradicción de tesis 3712003-PL. Entre las sustentadas por la Primera y
Segunda Satas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de agosto de 2004. Unanimidad
de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.

El Tribunal Pleno, en su sesión prívada celebrada hoy siete de febrero en curso/ aprobó, con el

núrnero 312005; la tesis jurisprudencial que anteced-e. México, Distrito Federal, a siete de
febrero de dos mil cinco. 

31 
:

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATTVA

DEL ESTADO DE MORELOS

Òo

ã
v:p

llr
\

(J

a

c.t
c1
c)
e{



Lo anterior es asi, pues en el capítulo 4 de la presente

resolución, se analizo que la parte actora se encuentra

considerada como personal de seguridad pública y es sujeto

a la LSSPEM; por tanto, debió realizarse un procedimiento

por la autoridad competente que fundara y motivara la causa

legal del acto impugnado, y al no concatenarse estos

elementos se estaría contraviniendo el segundo párrafo del

artículo 14 de la Canstitucion política de /os Esfados LJnidos

Mexicanos el cual prevé el derecho humano de audiencia,

mismo que establece:

Artículo 14. ...
Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades,
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los iribunales
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades
esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con
anterioridad al hecho.

Ahora bien, la LSSPEM, regula entre otras cuestiones,

el régimen disciplinario de los erementos de seguridad

pública, entre otros, de los municipios de ra entidad en sus

artículos 88, 159, 163, 104, 1OO, 168 al lTZy 17620, mismos

20 "AÉículo 88.- Ða luaar a.la conclusión del servicio del elemento la terminación de
gu^nombraniento o la cesagión de ius efectos leqales poi@
l.SeparaciÓn'porincumplimientoacualquieraie@cia,o
cuando en los procesos de promoción concurran las siguientes circunstancias:

ll. Remoción, por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones o
incumplimiento de sus deberes, de conformidad con las disposiciones relativas al
régimen disciplinario, o

Artículo 159.-

instituciones de segu pú auxiliares
l. Cometer
en la prese
pública;

para los elementos de las

falta grave a los principios de actuàción, deberes y obligaciones previstos
nte Ley y demás normatividad aplicable, para las inèt¡tuciónes de seguridad

lll. Faltar a sus labores por tres o más días, en un perfodo de treinta días naturales,sin permiso del Titular de la Dependencia Estatal o Municipal o sin causajustificada;
lV. Abandonar injustificadamente el servicio asignado;
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Artículo 163.- En la Comisión Estatal de Seguridad Pública, en la Coordinación
Estatal de Reinserción Social y en las demás áreas de Sequridad Pública Estatal v

Municipales existirå una Unidad de Asuntos lnternos, que estará bajo el mando

inmediato de sus Titulares.
Serán observadores y conocerán de aquellas actuaciones que ameriten algÚn

reconocimiento o sanción para los elementos de las instituciones policiales, ya sea de

oficio o a petición de algún mando.
Artículo 164.- Las Unidades de Asuntos lnternos tendrán facultades para iniciar los

procedimientos a que se refiere el artfculo anterior, en los siguientes casos:

ll. Cuando el superior jerárquico inmediato considere que el elemento infringiÓ los

principios de actuación, obligaciones ó deberes establecidos en la presente Ley u

otros ordenamientos legales;
lll. Aquellos que instruya el Comisionado Estatal, el Coordinador Estatal de

Reinserción Social o el titular de Seguridad Pública Municipal en su caso, incluidos los

que correspondan al cumplimiento de una recomendación emitida por las Comisiones

Estatal o Nacional de Derechos Humanos, aceptada por el propio titular, y

Los procedimientos se desahogarán sin perjuicio de aquéllos que se instauren en

contra de los servidores públicos que incumplan con lo anterior, ante la Secretaría de

la Contraloría en el ámbito de las atribuciones establecidas por la Ley de

Responsabilidades. ;

Artículo 166.- Por tratarse de correctivos disciplinarios o sanciones internas, los

quejosos serán parte en el procedimiento administrativo que inicie la Visitaduría

General o la Unidad de Asuntos lnternos respectiva, debiéndose respetar su derecho

a audiencia.
Artículo 168.- La VisitadurÍa General y las Unidades de Asuntos lnternos contarán

con la estructura adecuada y el personal apropiado para el cumplimiento de sus

funciones señaladas en la presente ley y en su reglamento respectivo, para efecto de

realizar las investigaciones suficientes y allegarse de todos los datos necesarios, para

poder determinar de manera fundada y motivada sus actuaciones, así como los

reconocimientos y sanciones preventivas o definitivas que propongan ante el Consejo

de Honor y Justicia de cada instituciÓn de seguridad pública.

Las instituciones de seguridad pública, están obligadas a proporcionar los recursos

humanos, materiales e incluirán en sus respectivos presupuestos, los recursos

necesarios para su buen funcionamiento.
Artículo 16'g.- Los elementos sujetos a procedimiento administrativo, tendrán derecho

a defenderse por sí, por abogado o por persona de su confianza, respetando en todo

momento su derecho de audiencia.
Artículo 170.- En todo asunto que conozca la Visitaduría General se seguirá el

procedimiento establecido por la Ley Orgánica de la Procuraduria General de Justicia

y su reglamento.
Ârticul,c 171.- En los asuntos que conozcan las,.Unidades de Asuntos lnternos, se

abrirá un expediente con las constancias que éxistan sobre el particular baio el

siouiente procedimiento:

fficonocimientodelaquejaodenuncia,contaráconquincedías
hábiles para integrar la investigación correspondiente, allegándose de la informaciÓn

que sea necesaria, así como de las pruebas ofrecidas por el quejoso; y, en caso de

iontar con pruebas suficientes, determinará el inicio del procedimiento administrativo,

cuando la conducta atribuida encuadre o se encuentre prevista en el artículo '159;
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que establecen en esencia, que la separación del cargo de un

elemento de seguridad pública, debe estar necesariamente

motivada por incumplir sus obligaciones legales (causa
justificada), lo cual siempre será materia del desahogo de un
procedimiento administrativo en que habrá de respetarse su

derecho de audiencia y deberá culminar con una resolución
fundada y motivada que defina su situación administrativa,
dictada por la autoridad competente, en el caso padicular, el

consejo de Honor y Justicia del municipio en el que se
desempeñó, que es Cuauila, Morelos.

controvertidos:
lV' Transcurrido el término probatorio, dentro de los.tres días siguientes se dictaráauto para que tenga verificativo la audiencia de pruebas y ategàtos, debiendo contenerlugar, día y hora para.er desahogo de ras mismas,.ori 

"rãp"i.¡'n*ËÃi. 
o;;;;,partes, gue en caso de no comparecer sin causa justificadã, se llevará a cabo laaudiencia, teniéndose por precluido cualquier dereåho que 

-iuoiera 
ejercitar en la

T¡.Tt,.El plazo para el desahogo de esta audiencia no'deberá exced'er de quince
días hábiles;

Vll. A falta de disposición expresa y en cuanto no se oponga a lo que prevé esteordenamiento, se estará a lo dispuesto supletoriamente por la Ley de Justicia
Administrativa en el Estado.

De cada actuación se levantará constancia por escrito, que se integrará secuencial

Artículo 172.- Toda procedimiento deberå ser resuelto en un término no mayor desetenta días hábiles, contados a partir de la presentación de la queja ante la únidadde Asuntos lnternos. Al vencimiento de este término se deberá contar con laresolución del consejo de.Honq¡ y Justicia respectivo, debidament* iunJ"J" ymotivada, debiendo devolverla' para su ejecución a la unidad de Asuntoslnternos que la remitió.

vnumeradamente alexpediente con motivo del procedimiento.
Artículo 176.- La Fiscalía, la Comisión Estatal de Seguridad Pública, la Coordinación
Estatal de Reinserción Social v

U y dentrode los plazos establecidos por la misma
El Consejo de Honor y Justicia confirmará modificará o negará la propuesta desanción, por unanimidad o mayoría simple de sus
siguientes asuntos:
l, La destitución o remoción de la relación administrativa;
ll. La suspensión temporal de funciones;
lll. Cambio de adscripción, y
lV. Los recursos de queja y rectificación.',

miembros, respecto de los
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Razón por la cual, la separación del personal de

seguridad pública sólo puede realizarse por causa justificada

(legal), determinada por una autoridad administrativa

competente que en el caso que nos ocupa es el Consejo de

Honor y Justicia, a través de unä resolución fundada y

motivada producto de un procedimiento en que se haya

respetado su derecho de audiencia; luego entonces, la

materia del litigio consiste en determinar si existe causa

justificada de la separación del cargo que desempeñaba el

actor y si fueron observadas las formalidades del

procedimiento; sin embargo de las constancias procesales no

se aprecia lo anterior.

De actuaciones se adviefte que solo la autoridad

demandada, Secretario Municipal del Ayuntamiento del

Municipio de Cuautla, Morelos, al contestar la demanda,

exhibió un documento en original y uno más en copia simple,

sin embargo, una vez que se abrió el juicio a prueba no las

ratificó en términos de lo dispuesto pol' el artículo 53 de la

LJUSTICIAADMVAEM; no obstante, la Sala del

conocimiento para mejor proveer admitió las aludidas

pruebas que exhibió, siendo las siguientes:

1.- La Documental: Consistente en original del acta

circunstanciada de fecha treinta de enero del dos mil

diecinueve, levantada en el local que ocupa la

Secretaría de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de

Cuautla, Morelos.
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2.- La Documental: Consistente en copia simple del

oficio ssPyTMl)Jlo297l202o de fecha doce de febrero

del dos mil veinte, firmada por celsa Juliana Romero

Acevedo en su carácter de Encargada de despacho del

Área Jurídica de la secretaría de segurÍdad pública y

Tránsito Municipal.

Pruebas que, al ser analizadas en su conjunto,

conforme a las reglas de la lógica y las máximas de la

experiencia, se obtiene que no puede concedérseles valor
probatorio para tener por demostradas las defensas hechas

valer por las autoridades demandadas, en el sentido de que

el actor no es miembro de ras instituciones de seguridad
pública o qué el acto que se recrama no es propiamente un

acto de autoridad, sino un acto emitido por una autoridad en

calidad de particular, esto es de patrón.

Ahora bien, no pasa inadvertido que las autoridades
demandadas manifestaron que el actor a partir del día

veintiocho de enero del dos mil diecinueve dejó de acudir al

centro de trabajo sin justificación alguna, y estas

documentales fueron ofrecidas con la intención de acreditar
tal circunstancia; sin embargo, si las autoridades

demandadas consideraban que existía una causa justificada

para separar al demandante de su encargo, entonces resulta

evidente que debieron llevar a cabo un procedimiento

administrativo para determinar la procedencia o no de su

remoción; procedimiento que debía seguirse ante la autoridad

competente, como lo es la unidad de Asuntos lnternos

correspondiente, en la que se le otorgara su derecho de
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audiencia y una vez agotadas las etapas del procedimiento,

debía emitirse la sentencia definitiva por parte del Consejo de

Honor y Justicia

Ya que las documentales anteriormente descritas, no

son documentos idóneos para acreditar que incurrió en las

faltas que refieren las demandadas, pues no se trata de un

procedimiento administrativo ante la autoridad competente

en el que se apreciara que se notificó al actor y que se le

otorgó el la garantía de audiencia, así como el desahogo de

secuelas procesales y la determinación a través de una

resolución en la que de manera fundada y motivada

determinaran su separación justificada.

Por lo tanto, es procedente concluir que el acto

impugnado es ilegal, porque las autoridades demandadas

no acreditaron que con motivo de la inasistencia a laborar,

que refieren incurrió el actor, al ser una causal para decretar

en términos de ley la remoción del cargo, se haya realizado el

procedimiento administrativo en el que se le hubiera

respetado el derecho de audiencia del actor a través del

procedimiento seguido en forma de juicio, en los términos que

establece Ia LSSPEM.

Por tanto, al haber una violación formal, es procedente

declarar la ilegalidad del acto impugnado, con fundamento

en lo previsto en la fracción ll del artículo 4 de la

LJUSTICIAADMVAEM, que en su parte conducente

establece:
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Serán causas de nulidad de los actos impugnados:...

ll. omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, siempre
que afecte las defensas del particular y trascienda al sentido de la
resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o
motivación, en su caso; ...

En tal consideración, se dectara la NULIDAD LlsA y
LLANA del acto impugnado. En consecuencia, se procede

al análisis de las prestaciones recramadas por el actor.

7. PRETENSIONES

Antes de realizar el análisis de las pretensiones, resulta
pertinente precisar lo siguiente: en el hecho primero, numeral

l, del escrito inicial de demanda, visible a foja 5 del

expediente que se resuelve, la parte actora manifestó que

tenía un salario quincenal por la cantídad de 
      

  

Al respecto, las autoridades demandadas no

controvirtieron esta circunstancia, pues expresaron que no

afirmaban ní negaban el hecho. sin embargo, en autos obran

entre otras, las siguientes documentales:

1) Documental. consistente en comprobante Fiscal

Digital por lnternet que cor'.esponde al periodo, del

primero al quince de noviembre del año dos mil

dieciocho expedido por el Municipio de cuaufla,

Morelos a nombre del   

2) Documental. consistente en comprobante Fiscal

Digital por lnternet que corresponde al periodo, del
2rVisible 

a foja g del expediente principal
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dieciséis al treinta de noviembre del año dos mil
:

dieciocho expedido por el Municipio de Cuautla,

Morelos a nombre del   

Documentales a las que se les concede pleno valor

probatorio en términos de lo establecido en el adículo 437 del

CPROCIVILEM de aplicación complementaria a la

LJUST¡CIAADMVAEM.

Pruebas de las cuales se desprende que el salario del

actor es por la cantidad de $  

   

de manera quincenal; integrado por el concepto de "Sueldo"

equivalente a    
 , y el concepto de

"Despensa", por un monto de  

En consecuenc¡a, las prestaciones que sean

procedentes se calcularán en base a dicho salario, el cual se

traduce de manera mensual, quincenal y diario como a

continuación se detalla:

Salario diario

 

Salario mensual

tt Visible a loja 10 del expediente principal
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Por cuanto, a la fecha de ingreso, en términos de lo
disertado en el capítulo 4 de esta sentencia, se tendrá como

tal el día dieciséis de enero del dos mil diez, que es la
fecha a parlir de la cual se ha acreditado en juicio que la
parte actora es sujeto de la LSSPEM, pues antes de esta

fecha, este Tribunal no tendría competencia para resolver al

respecto.

Ahora bien, por cuanto a la fecha en que fue cesado, el

actor manifestó que ocurrió el día veintiocho de enero del dos

mil diecinueve. Por su parte, las autoridades demandadas

manifestaron que en esa fecha el actor dejo de presentarse a

laborar, por lo que ambas paftes son coincidentes en la fecha

de terminación de la relación administrativa; siendo ésta la

que se tomará en cuenta para el cálculo de prestaciones

Por otra parte, se precisa que aquellas prestaciones

que resulten procedentes se calcularán con fundamento en lo

dispuesto por la LSEGSOCSPEM, LSSPEM y

LSERCIVILEM; lo anterior es así, en términos de lo dispuesto

por la LSSPEM, que en su artículo 10S establece lo

siguiente:

"Artículo 105.- Las lnstituciones de seguridad púbrica deberán
garantizar, al menos las prestaciones previstas como mínimas para
los trabajadores al servicio del Estado de Moreros y generarán de
acuerdo a sus necesidades y con cargo a sus presupuestos, una
normatividad de régimen complementario de seguridad social y
reconocimientos, de conformidad con lo previsto en el artículo 123,
apartado B, fracción Xlll, tercer párrafo, de la constitución General.

Las controversias que se generen con motivo de las prestaciones de
seguridad social serán competencia der rribunal contencioso
Administrativo"
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Como se desprende del precepto anterior, los miembros

de instituciones policiales tendrán derecho al menos a las

prestaciones previstas como mínimas para los trabajadores al

servicio del Estado de Morelos. En esta tesitura, la ley que

establece las prestaciones de los tràbajadores al servicio del

Estado, es la LSERCIVILEM, pues en su artículo primero

establece lo siguiente:

Artículo 1.- La presente Ley es de observancia general y obligatoria
para el Gobierno Estatal y los Municipios del Estado de Morelos y tiene
por objeto determinar los derechos y obligaciones de los
trabajadores a su servicio...

7.1 Análisis de las pretensiones

A continuación, se procede al análisis de cada una de

las pretensiones que se deducen en juicio.

El actor demanda el pago de la cantidad de

    
    por concepto de

indemnización por tres meses de salario, derivado del cese

verbal injustificado del que fue objeto, solicitada el inciso a).

Las autoridades demandadas manifestaron que es

improcedente, puesto que si en el presente juicio se

actualizaban las causales de improcedencia hechas valer,

luego entonces, las prestaciones accesorias correrían con la

misma suerte que la principal.
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Este Tribunal actuando en pleno, considera que es

procedente el pago de la indemnización al haberse

declarado la nulidad lisa y llana der acto impugnado, y al

existir un impedimento constitucional para reincorporarlo al

puesto que venía desempeñando. En tales consideraciones,

tiene derecho a recibir la indemnización que solicita, en

términos del artículo 123 apartado B, fracción xlll, de la
Constitucion Política de /os Esfa dos tJnidos Mexicanos; del

aftículo 69 de la LSSpEM, y de ra jurisprudencia que a
continuación se transcriben:

Artículo 123.- Toda persona tiene derecho al trabajo digno y
socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleõs y tá
organización social de trabajo, conforme a la ley,

g. Entr" los Poderes de la Unión y sus trabajadores:

Xlll. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del
Ministerio Público, peritos y tos miembros de las instituciones
policiales, se regirán por
Los agentes del Ministerio

sus propias leyes.
Público, los peritos y los miembros de las

instituciones policiales de ia Federaci ón, las entidades federativas y
los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen
con los requisitos que as leyes vigentes en el momento del acto
señalen para permanecer en dich as instituciones, o removidos por
rncurrtr en responsabilidad en el desem peño de sus funciones. Si la
autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción,
baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue
injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la
indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, s¡n

se hubiere promovido.

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

"Artículo 69.- Los integrantes de las lnstituciones de seguridad
Pública y sus auxiliares, podrán ser separados de su cargo si no
cumplen con los requisitos de las leyes vigentes, que en el momento
de la separación señalen para permanecer en las lnstituciones, sin
que proceda su reinstalación o restitución, cualquiera que sea eljuicio o medio de defensa para combatir ia sepäración, y en su
caso' sólo procederá la indemnización, que serå otorgadã por un
importe de tres meses de sarario otoigada por la- resolución
j urisdiccional correspondiente',.

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)
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SEGURIDAD PÚBLICA. LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL
ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO
pÁRRAFo, DE LA coNsTtructóN poLíTtcA DE Los ESTADoS
UNIDoS MEXICANOS, COMPRETCïE EL PAGO DE 3 MESES DE
suELDo y DE 20 oíns poR cADA ¡ño LABoRADo
IABANDONO DE LAS TESIS DE JURISPRUDENCIA 2a.lJ.
11912011 Y AISLADAS 2a. LXI)U2011, 2a. LXX201I Y 2a.
XLVI/2O1 3 (l 0a.) (.)t.23

En una nueva reflexión, la Segunda Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación abandona el criterio contenido en las tesis
indicadas, al estimar que conforme al artículo 123, apartado B,

fracción Xlll, segundo párrafo, de Ia Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, el Constituyente otorgó a favor de los

agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las

instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los

Estados y los Municipios, el derecho al pago de una indemnización en

el caso ôe que, a través de una resolución emitida por autoridad
jurisdicciOnal competente, Se resuelva que su separación o cualquier
vía de terminación del servicio de la que fueron objeto resulta
injustifi cada; ello, para no dejarlos en estado de indefensión al existir
una hibición absoluta reincoroorarlos en el servicio.
Además, de la proPia normativa constitucional se advierte la
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obligación del legislador secundario, de fijar, dentro de las leyes

espóciales que se emitan a nivel federal, estatal, municipal o en el

Distrito Federal, los montos o mecanismos de delimitación de

aquellos que, por concepto de indemnización, corresponden a los

servidores públicos ante una terminación injustificada del servicio.

Ahora bien, el derecho indemnizatorio debe fijarse en términos

íntegros de lo dispuesto por la Constitución Federal, pues el espíritu

del Legislador Constituyente, al incluir el apartado B dentro del

artículo 123 constitucional, fue reconocer a los servidores públicos

garantias mínimas dentro del cargo o puesto que desempeñaban, sin

importar, en Su caso, la naturaleza jurídica de la relaciÓn que mediaba

entre el Estado -en cualquiera de sus niveles- y el servidor; por tanto,

si dentro de la aludida fracciÓn Xlll se establece el derecho de

no se prevén los mecan ismos suficientes para fijar el monto de ese

concepto, es inconcuso q ue deberá recurrirse a lo dispuesto, como

sistema normativo integra l, no sólo al apartado B, sino también al

diverso apartado A, ambos de
tesitura, a fin de determinar

I citado precepto constitucional;
el monto indemnizatorio a que

en esa
tienen

derecho los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros

de las instituciones Po iciales, debe recurrirse a la fracción XXll del

aparta do A, que consig na la misma razôn jurídica que configura y da

conten ido a la diversa fracción Xlll del apartado B, a saber, el

resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por el patrón

particular o el Estado ante la separación injustificada y sea la ley o, en

23 Registro 2013440, Tesis: Za,lJ. 19812016 (10a.), en Materia Constitucional, Décima

Épocã, lnstancia: Segunda Sala, Públicada en el Semanario Judicial de la FederaciÓn
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su caso, la propia Constitución, la que establezca Ia imposibilidad
jurídica de reinstalación, Bajo esas consideraciones, es menester
precisar que la hipótesis normativa del artículo 123, apartado A,
fracción XXll, que señala que "la ley determinará los casos en que el
patrono podrá ser eximido de la ob ligación de cumplir el contrato,
mediante el pago de una indemn ización" deja la delimitación del
monto que por concepto de indemniza ción deberá cubrirse al
trabajador a la ley reglamentaria, constituyéndose en el parámetro
mínimo que el patrón pagará por el despido injustificado y, más aún,
cuando se le libera de la obligación de reinstalar al trabajador alpuesto que venía desempeñando; por tanto, si la ley reglamentaria
del multicitado apartado A, esto es, la Ley Federal del Trabajo,
respeta como mínimo constitucional garantizado para efectos de la
indemnización, el contenido en la fracción XXll del apadado A en sugeneralidad, empero, prevé el pago adicional de ciertas prestaciones
bajo las circunstancias especiales de que es la propia norma quien
releva al patrón de Ia obligación de reinstalación -cumplimiento
fozoso del contrato- aun cuando el despido sea injustificado, se
concluye que, a efecto de determinar el monto que corresponde a los
servidores públicos sujetos al régimen constitucional de excepción
contenido en el artículo 129, apartado B, fracción Xlll segundo
párrafo, de la Carta Magna, resulta aplicable, como mínimo, el monto
establecido en el diverso apartado A, fracción XXll, y los parámetros aIos que el propio Constituyente refirió al permitir que fuese la
normatividad secundaria la que los delimitara.

srn que se excluya la posibilidad de que
dentro de algún ordenamiento legal o administrativo a nivel federal,
estatal, municipal o del Distrito Federal existan normas que prevean
expresamente un monto por indemnizacion en estos casos, que como
mínimo sea el anteriormente señalado pues en tales casos será
innecesario acudir a la Constitución sino que la autoridad aplicará
directamente lo dispuesto en esos o rdenamientos
(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

En ese contexto y en términos de lo transcrito y de
observancia obligatoria, es procedente condenar a las
autoridades demandadas al pago de la indemnización de
tres meses de remunerac¡ón, e incluso a veinte días por cada
año de servicios, aún y cuando esta última p!-estación no
hubiese sido reclamada por el actor.

Atendiendo a lo anterior y por cuanto al importe de las
pretensiones, se calcularán tomando como base lo
establecido en párrafos que anteceden en el capítulo 7
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En este sentido, por lo que respecta al pago de tres

meses de salario, este monto asciende salvo error u omisión

a la cantidad de     L

    

   x 3

Ahora bien, para el pago de la indemnización de veinte

días por cada año de prestación de servicios tenemos que,

del dieciséis de enero de dos mil diez al dieciséis de

enero de dos mil diecinueve, da un total de nueve años y

del diecisiete de enero al veintiocho de enero de dos mil

veintiuno son doce días.

Es así que el tiempo que prestó sus servicios la parte

actora para las demandadas fue por nueve años con doce

días.

Para obtener el proporcional de los doce días, primero

se saca el proporcional diario de 20 días por año, se divide 20

(días x año) entre 365 (días al año) y obtenemos el número

0.054794 como proporcional diario

Acto seguido se multiplica la remuneración diaria a

razôn de    
  por 12 días (periodo proporcional) por

0.054794 (proporcional diario de indemnización equivalente a
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20 días por año) "ro@Mndo 7 
    

1;

earsidad cïuesffiffi el fêtrffi,de nueve ffos,
salvo error u ornisión æelende a  

     
  y que derjva de lar¡ siþr*l@ operaeiones:

Así mismo, el actor dermnda el pago de la cantidàd
que resulte por conce@ de s*rios ffis de percibir. a
partir: del día del cese irgusfüfi$do, y ha€ta que se dé
cumplimiento a la ræolución qu,e emita esta autoridad,

solicitada en e{ inciso b). ,,

Las agüolx{aüg-T øernry{ee manifcstaron de
manera general, respecto de las pnetæsiones marcadas con
l'os incisos b), c), d) y e), que resdten inprocedentes, puesto
que si en el presente jçricio se actualizan las causales de
improcedencia que hi.eieron val&r, luegn entonces, las
pre*ensiones acc@orlæ correrjm oon la mß¡æ,sr.rerte que la
principal.

En lo particular, por cuanto a la pretensién marcada
con el inciso b), el pleno de este Tribunal sustenta que es
procediente el gø p@r G@ps@t& rcnnumera@ién diaria
erd*¡mria @a de peù.€*bür. Lo ;ar',*erior aþndiendo a lo

x12x0. 794

3x20x9 $
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dispuesto por el artículo 89 segundo párrafo de la

LJUSTICIAADMVAEM:

Artículo 89- [...]
Las sentencias dejarán sin efecto el acto impugnado y las
autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al
actor en el goce de los derechos que le hubieren sido
indebidamente ,afectados o desconocidos, en los términos que
establezca la sentencia. ...

El precepto anterior dispone que se debe restituir a la

parte actora en el goce de sus derechos que en su caso se le

hubieran afectado o desconocido con el acto impugnado

que ha sido declarado nulo, pues eii efecto de esta es volver

las cosas al estado en que se encontraban antes de emitirse

en el acto impugnado.

De igual forma encuentra sustento en la siguiente

jurisprudencia de observancia obligatoria en términos de lo

dispuesto por el artículo 192 de la Ley de amparo. Dicho

criterio jurisprudencial fue emitido por la Suprema Corte de

Justicia de la Nación, el cual a continuación se transcribe:

..SEGURIDAD DEL ESTADO DE MÉXCO. EL ARTíCULO 181,
PÁRRAFOS SEGUNDO Y TERCERO, DE LA LEY RELATIVA,
VIGENTE A PARTIR DEL 28 DE JUNIO ÐÊ 2014, AL LIMITAR A
DOCE TUESES EL PAGO DE LAS PRESTACIONES DE LEY Y
HABERES DEJADOS DE PERCIBIR O REMUNERACIÓN DIARIA
ORDINAR¡A POR EL TIEMPO EN QUE UN SERVIDOR PÚBLICO
HAYA ESTADO SUSPENDIDO, SEPARADO O REMOVIDO DE SU

CARGO INJUSTIFICADAMENTE, ES tNCONVENCIONAL.24
Conforme al artículo 123, apartado B, fracción Xlll, párrafo segundo,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, si una
persona es separada, removida, dada de baja, cesada o decretada
cualquier otra forma de terminación del servicio en una corporación
de seguridad pública, y esa decisión se declara injustificada por un

'o Época: Décima Época, Registro: 2010376, lnstancia: Tribunales Colegiados de

Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de
la Federación, Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo lV, Materia(s): Constitucional,
Tesis: ll.4o.A. JlZ(10a,), Página: 3315
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órgano jurisdiccional, el Estado sólo estará obligado a pagarle la
indemnización "y demás prestaciones a que tenga derecho;,, /si bien
es ciedo que dicho precepto no precisa el alCance de esta última
frase, también lo es que la segunda sala de la suprema corte de
Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a.lJ. 11ot2an (10a.),
publicada en el semanario Judiciar de ra Federación y su Gàcetá,
Décima Época, Libro Xil. Tomo.2, septiembre de 2o1z', página 617,dC TUbTO: ''SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIõN DEL
ENUNCIADO 'Y DEMAS PRESTACIONES A QUE TENGA
DERECHO" CONITENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B,
FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRRFO, DE LA COrrISrirUCIÓÑ
POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A
PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE
LA FEDERACIÓN EL 1g DE JUNIO DE 200g.," sostuvo que, para
resolver ese aspecto, es necesario tomar en cuenta que lo enunciado
forma parte de la obligación resarcitoria del Estado, derivada de la
imposibilidad absoluta de reincorporar a un elemento de los cuerpos
de seguridad pública, aun cuando se haya determinado por una
autoridad jurisdiccional que esa resolución fue injustificada; de ahÍ
que la expresión referida debe interpretarse como el deber de
pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios,
recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones,
premios, retribuciones, subvenciones, habãres, dietas,
compensaciones o cualquier otro concepto que percibía ei
servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se
concretó su separación, remoción, baja, cese o cualquier otra
forma de terminación del servicio y haéta que se realicä el pago
correspondiente. Por su parte, los aftículos 10 de la convenciõn
Americana sobre Derechos Humanos y 7 del protocolo adicional a
ésta, llamado de san salvador, estabreôen el derecho que tienen los
miembros de los cuerpos policiales al pago de una completa
indemnización, en caso de haber sido cesados o removidos de su
encargo. Ahora bíen, el artículo 181, párrafos segundo y tercero, de la
Ley de seguridad del Estado de México, vigente a pârtir del 2g dejunio de 2014, señala que cuando la reiolución que impuso la
separación o remoción sea injustificada, derivado de io resuelto por
las.instancias jurisdiccionales, las instituciones policiales sólo estarán
obligadas a la indemnización de tres meses de sueldo y al pago de
las prestaciones de ley por er úrtimo año en que el servidoi púntico
prestó sus servicios, y que el pago de los haberes dejados de percibir
o remuneración diaria ordinaria por el tiempo en que haya estado
suspendido, separado o removido del cargo, se cubrirán hasta por un
periodo máximo de doce meses. En cônsecuencia, este último
artículo es inconvencional y debe inaplicarse, al vioiar el derecho
referido, pues lo que no limita la constitución Federal y prevén
los tratados internacionales, no puede restringirlo una ley
secundaria, como en el caso lo es el pago de la õompensacióñ
que más beneficie al elemento de la corporación policiat, por
haber sido cesado o removido de su encargo, por causa no
atribuible a é1."

Del anter¡or criterio jurisprudenc¡al se desprende el

derecho de la parte actora a percibir la remuneración diaria
ordinaria, sin embargo, también de Ia misma se desprende
que de manera categórica señala, que este pago debe
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realizarse desde que se concretó su separación, remoción,

baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio.

En el caso que nos ocupa es a partir del veintiocho de enero

de dos mil diecinueve, fecha en la que fue cesado

verbalmente, hasta que se realice el pago correspondiente.

Ahora bien, como ya se ha dicho, de las constancias

que obran en autos se advierte que el actor percibía como

salario diario la cantidad de  
 

Por lo que la cantidad a pagar, por el concepto antes

analizado, salvo error u omisión asciende, calculado hasta el

mes de octubre del presente año dos mil veintidós, a

   

   

CantidadXel
salario
diario

Días
transcurridos

1,369 días

Temporalidad

Del 28 de enero de

2019 al 31 de

octubre de 2022.

El actor demandó el pago de despensa familiar

desde la fecha en que se ejecutó' el acto impugnado, a

razón de siete días de salario minimo de manera mensual,

hasta que se cumplimente la sentencia; pretensión solicitada

en el inciso c),
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como ya antes se ha mencionado, por cuánto a ra

reclamación de esta pretensión, las autoridades
demandadas también refirieron en sus respectivos escritos
de contestación de demanda, que resulta improcedente,
puesto que si en el presente juicio se actualizan las causales

de improcedencia que hicieron valer, luego entonces, las
pretensiones accesorias correrían con la misma suefte que la
principal.

El derecho a la percepción de esta prestación se
deriva del artículo 54 fracción lV de la LSERGIvILEM y el

artículo 4 'fraccion lll de la LSEGSocspEM, indicando el
primero de ellos, que los empleados públicos, en materia de
seguridad social tendrán derecho a recibir como prestación

una despensa familiar mensual, cuyo monto nunca será
menor a siete salarios mínimos. De lo que se desprende que
es un derecho del trabajador y un deber de la autoridad
proporcionar d icha prestación.

Ahora bien, tar y como se aprecia en ros

comprobantes Fiscales Digitales por lnternet a nombre del
demandante, que obran a fojas g y 10 del presente

expediente y que fueron descritos en líneas anteriores dentro
del capítulo 7 de la presente resolución, se advierte que el
salario del actor es por ra cantidad de   

     

de manera quincenal; integrado por el concepto de ,,sueldo,,

equivalente a    
      y er concepto

de "Despensâ", por un monto de 
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Por tanto, esta prestación, si bien es procedente, la

misma ya se encuentra integrada al salario del actor y estaría

cubierta al condenar a las autoridades demandadas al pago

de la prestación inmediata anterior marcada con el inciso b)

consistente en :la remuneración diaria ordinaria dejada de

percibir. Por tal razôn, no es faclible condenar a la autoridad

al pago de esta prestación, pues en caso de hacerlo, se

estaría obligando a la autoridad a un doble pago.

En este tenor, como se ha referido, el artículo 54

fracción lV de la LSERCIVILEM señala un monto mínimo

para dicha prestación, que es el equivalente a siete días de

Salario Mínimo General Vigente en la Entidad, lo cual deja

abiefta la posibilidad de que el monto pueda ser mayor; es

decir, fija un mínimo, más no un máximo.

Bajo esta tesitura, también se aprecia, que las

autoridades demandadas venían pagando al actor, una

cantidad evidentemente mayor que los siete salarios mínimos

estipulados en la ley para esta prestación, esto es, la

cantidad de    

 mensuales; por tanto, no podrán disminuir el monto

que se le estaba cubriendo por este concepto.

Respecto de la prestación identificada con el inciso d)

consistente en prima vacacional desde que el actor fue

separado, hasta que Se cumplimente la sentencia, esta se

analizarâ más delante de manera conjunta con la prestación
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marcada con el inciso f) consistente en el pago de
vacaciones, al estar relacionadas entre sí.

La prestación recramada en el ínciso e) consistente en
el pago de aguinaldo a razón de g0 días por año, desde la
fecha en que se ejecutó el acto impugnado, hasta que se dé
cumplimiento a la sentencia; así como el pago de aguinaldo
en su parte proporcional del año dos mil diecinueve,
solicitada en el inciso g), se analizan de manera conjunta al
estar relacionadas entre sí.

Las autoridades demandas dentro de su
contestación de demanda manifestaron, por cuanto al inciso
e), que es improcedente ar ser prestación accesoria de una
principal que consideran improcedente; y por cuanto al ínciso
g), señalaron que es improcedente por haber operado la
prescripción señalada en er artículo 20CI de la LSspEM.

Las autoridades demandadas no desvirtuaron la

existencia e ilegalídad del acto impugnado. por otra parte,
ya se ha hecho mención, que se tiene como fecha del acto
impugnado el día veintiocho de enero del dos mil diecínueve,
y de autos se advierte gue la par"te actora interpuso su
demanda el día diecinueve de febrero del dos mil
diecinueve2u; es decir, quince días hábiles del después del
acto, sin que hubieran transcurrido los noventa días hábiles a
que hace referencia el artículo en cuestión; por tanto, resulta
por demás evidente que no opera la prescripción que hacen
valer las demandadas.

25 Visible a foja l vuelta del expediente
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Es procedente el pago de estas prestaciones; así

mismo, es fundada la petición en términos de lo establecido

en la LSSPEM, que en su artículo 105 establece lo siguiente:

"Artículo 105.-Las lnstituciones de Seguridad Públicadeberán
garantizar, at menos las prestaciones previstas como mínimas para
los trabajadores al seruicio del Estado de Morelos y generarán de
acuerdo a sus necesidades y con cargo a sus presupuestos, una

normatividad de régimen complerñentario de seguridad social y
reconocimientos, de conformidad con lo previsto en el arliculo '123,

apartado B, fracción Xlll, tercer párrafo, de la Constitución General.

Las controversias que se generen con motivo de las prestaciones de
seguridad social serán competencia del Tribunal Contencioso
Administrativo."

Como se desprende del precepto anterior, los miembros

de instituciones policiales tendrán derecho al menos a las

prestaciones previstas como mínimas para los trabajadores al

servicio del Estado de Morelos; en esta tesitura, la Ley que

establece las prestaciones de los trabajadores al servicio del

Estado, es la LSERCIVILEM, pues en su artículo Primero

establece lo siguiente:

Artículo 1.- La presente Ley es de observancia general y obligatoria

para el Gobierno Estataly los Municipios del Estado de Morelos y tiene
por objeto determinar los derechos y obligaciones de los

trabajadores a su servicio.

Ahora bien, el artículo 42 del mismo ordenamiento

establece que los trabajadores al servicio del Gobierno del

Estado o de los Municipios, tendrán derecho a un

aguinaldo anual de 90 días de salar¡on con la única

restricción para los trabajadores hayan laborado sólo una

pafte del año, qu¡enes tendrán derecho a la paÌ1e

proporc¡onal.
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En consecuencia, el pago de aguinaldo deberá
efectuarse por el periodo correspondiente del primero de

enero de dos mil diecinueve, al treinta y uno de octubre de

dos mil veintidós (fecha hasta la cual se hace el cálculo), y las
que se sigan generando hasta que se efectúe el pago

correspondiente. En esa tesitura el tiempo a considerar es de

3 años 300 días que arroja un total de 13g5 días.

Para obtener el proporcional diario de aguinaldo se

divide 90 (días de aguinardo al año) entre 365 (días al año) y
obtenemos el número 0.246srs como aguinaldo diario (se

utilizan 6 posiciones decimales a fin de obtener la mayor
precisión posible en las operaciones aritméticas).

Acto seguido se multiplica el salario diario a razón de

     

M.N.) por 1395 días (periodo de condena antes determinado)
por 0.246575 (proporcionar diario de aguinaldo). cantidad
que salvo error u omisión asciende a  

     
 

Total de aguinaldo

Salario diario x periodo
De condena x proporcional
Diario de aguinaldo.

* 1395 * 0.246575

El actor solicitó el pago de vacaciones en el inciso f)
correspondiente a la segunda parte del año dos mil dieciocho.

Respecto al pago de vacaciones, las autoridades
demandadas manifestaron que estas son Ímprocedentes
porque operó la prescripción establecida en el artículo 200 de
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la LSSPEM, circunstancia que no se actualiza, pues como

antes se estableció, el actor presentó su escrito inicial de

demanda ante este Tribunal el día diecinueve de febrero del

dos mil diecinueve, sin que hubieran transcurrido los noventa

días hábiles a que hace referencia el artículo en cuestión.

Es procedente el pago de vacaciones correspondiente

al pago del segundo periodo vacacional del año dos mil

dieciocho, pues las autoridades demandadas no ofrecieron

prueba alguna para acreditar que esta prestación ya le

hubiera sido cubiefta a la parte actora.

Lo anterior de conformidad con lo dispuesto por el

artículo 33 de la LSERCIVILEM'. que establece dos períodos

anuales de vacaciones de diez días hábiles cada uno.

En el caso de estudio, tenemos que al ser reclamado

y procedente el pago correspondiente al segundo periodo

vacacional del año dos mil dieciocho, este se calculará

multiplicando el salario diario del actor por los diez días

correspondientes a dicho segundo periodo, como lo indica el

siguiente cuadro, salvo error u omisión, arrojando la cantidad

de $   

10=Del primero de iulio al treinta

26 Artículo 33.- Los trabajadores que tengan más de seis meses de servicios in-

interrumpidos disfrutarán de dos períodos anuales de vacaciones de diez dfas hábiles

cada uno, en las fechas en que se señalen para ese efecto, pero en todo caso se dejarán
guardias para la tramitación de los asuntos urgentes, para las que se utilizarán de
preferencia los servicíos de quienes no tienen derecho a vacaciones.
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y uno de dicierm bre 2A18
correspondiente al Segundo
periodo del año 20 18

Ahora bien, en lógica de lo anterior resuelto, al no

haberle sido pagas las vacaciones al actor

correspondientes al segundo perÍodo del año dos mil

dieciocho, resulta concluyente, que ras subsecuentes a

ese periodo tampoco han sido cubieftas, por lo que le
corresponde a la parte actora el derecho a recibirlas

hasta en tanto se haga el pago correspondiente en

cumplimiento a la presente sentencia, calculándose por

el momento hasta el treinta y uno de octubre de dos mil

veintidós.

Para obtener la cuantificación de las vacaciones a
partir del primero de enero del año dos mil diecinueve,

al treinta y uno de octubre del dos mil veintidós, se

determina que han trascurrido noventa y dos
quincenas como se deriva del siguiente cuadro:

Enero a octubre

Enero a diciembre
2021

Enero a diciembre
2020

Enero a mbre
2

92
2A

24

24

Quincenas

Las noventa y dos quincenas multiplicadas por
quince, dan como resultado la cantidad de 1,390 días.

Ahora se obtiene el proporcional diario de vacaciones
para lo cual se divide 20 (días de vacaciones al año) entre
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365 (días al año) de lo que resulta el valor 0.054794 (se

utilizan 6 posiciones decimales a fin de obtener la mayor

precis¡ón posible en las operaciones aritméticas).

Para conocer el número de días de vacaciones, se

multiplica el periodo de condena 1,380 días, por el

proporcional diario de vacaciones 0.054794 dando como

resultado 75.61 días de vacaciones, y este numeral se

multiplica por la remuneración diaria de 
    N),

dando la cantidad de    

     

.) que deberá cubrirse a la parte actora por dicho

periodo, quedando a salvo aquellas que se sigan generando

hasta que se realice el pago correspondiente de la prestaciÓn

en análisis. Ello en base a las siguientes operaciones

aritméticas:

El actor en el inciso d) de su escrito inicial, reclamó el

pago de la prima vacacional dejado de percibir desde la

fecha en que se ejecutó el acto impugnado hasta la fecha de

cumplimiento de la sentencia.

Respecto a dicha prestación las autoridades

demandadas 'manifestaron de igual manera, que si en el

75.61 X   
1,380 X 0.054794= 75.61 días
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presente juicio se actualiz.an las causales de improcedencia

que hicieron valer, luego entonces, las pretensiones

accesorias correrían con la misma suerte que la principal.

Este Pleno determina que es procedente el pago de la
prima vacacional de conformidad con lo dispuesto por el

artículo 34 de la LSERclvlLEM2T, por cuanto a la parle

proporcional correspondiente al segundo periodo vacacional

del año dos mil dieciocho, y así mismo por cuanto al periodo

calculado del primero de enero del año dos mil diecinueve, al

treinta y uno de octubre der dos mil veintidós. cantidades que

salvo error u omisión ascienden a la cantidad de 
    

 

Total de
vacacional.

prima
Sub total

Prirn a vacac ional 28
31

êi

enero de 2A18 af
octubre de 2022.

de

Su total

Vacaci ones proporcionales
correspondientes al
segundo periodo del año
2A18.

* 0.25

* 0.25

Por otro lado, el demandante recrama en el inciso h) el

pago de la prima de antigüedad desde que ingresó a laborar

hasta la fecha en la que se ejecutó el acto impugnado.

27 Artículo 34'- Los trabajadores tienen derecho a una prima no menor del veinticinco por
ciento sobre los salarios que les conespondan durante el perfodo vacacional.
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Es procedente el pago de la prima de antigüedad, en

términos de lo dispuesto por el artículo 46 de la

LSERCIVILEM que establece:

Artículo 46.- Los trabajadores sujetos a la presente Ley, tienen
derecho a una prima de antigüedad, de conformidad con las
normas siguientes:
l.- La prima de antigüedad consistirá en el importe de doce días
de salario por cada año de servicios;
ll.- La cantidad que se tome como base para el pago de la prima de
antigüedad no podrá ser inferior al salario mínimo, si el salario que
percibe el trabajador excede del doble del salario mínimo, se
considerará ésta cantidad como salario máximo;
lll.- La prima de antigüedad se pagará a los trabajadores que se
separen voluntariamente de su emplqo, siempre que hayan cumplido
quince años de servicios por lo menos. Asimismo, se pagará a los
que se separen por causa justificada y a los que sean separados
de su trabajo independientemente de la justificación o
injustificación de la terminación de los efectos del
nombramiento; y
lV.- En caso de muerte del trabajador, cualquiera que sea su
antiguedad, la prima que corresponda se pagará a las personas que

dependían económicamente del trabajador fallecido.

De ese precepto se despiende que la prima de

antigüedad se pagará a los trabajadores que se separen

voluntariamente de su empleo, a los que se separen por

causa justificad a y a los que sean separados de su trabajo

independientemente de lo justificado o injustificado de la

terminación de los efectos del nombramiento.

De donde se desprende el derecho de Ia parte actora

a la percepción de la prima de antigüedad, al haber sido

separado de su cargo. Por lo que el pago de la prima de

antigüedad surge con motivo de los servicios prestados

desde su ingreso hasta la fecha en que fue separado de

forma justificada o injustificada, y que en el caso que nos

ocupa, tal y como quedó disertado en el capítulo 4, la
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competencia de este Tribunal quedó acotada a la fecha en

que se acreditó que la parte actora es sujeto a la LSSPEM

esto es, a partir del día dieciséis de enero del dos mil diez.

Para el cálculo del pago de la prima de antigüedad a

razón de doce días de salario, se debe de hacer en términos

de la fracción ll del artículo 46 de la LSERCIVILEM antes

transcrito, ês decir el doble de salario mínimo, ya que la
percepción diaria de la parte actora asciende a 

    N.) y et satario
mínimo diario en el año dos mil díecinueve2s en el cual se

terminó la relación con la parte actora es de 
 sirve de orientación et

siguiente criterio jurisprudencial:

PRIMA DE ANTIGÜEONO. SU MONTO DEBE DETERMINARSE
CON BASE EN EL SALARIO QUE PERCIEÍN EL TRABAJADOR-- _ .=E.¿..:'..':å

En atención a que la prima oeãnt¡gûedad es una prestación laboral
que.tiene como presupuesto ra terminación de la relación de trabajo y
el derecho a su otorgamiento nace una vez que ha concluido el
vínculo laboral, en términos de ros artículos 162, fracción ll, 4g5 y 4g6
de la Ley Federal del rrabajo, su monto debe determinarse con base
en el salario que percibía el trabajador al terminar la relación laboral
por
será

renuncia, muerte, incapacidad o jubilación, cuyo límite superíor
sal

(El énfasis es de este Tribunal)

Por lo que como ya se ha dicho, resulta procedente el
pago de la prima de antigüedad a partir del día dieciséis de
enero de dos mil diez, fecha en que la parte actora ingresó a
2€ http://salariominlmo.com.mr/salario-minimo-201 g/
" Contradicción de tesis 353/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados primero del DécimoOctavo Circuito' Iercero en_Materia de Trabajo del Primer Circuito, Sept¡rã en Materia de îrabajo delPrimer Circuito, el entonces Tribunal colegiado'en Materia de Trabajo'dei?ercer c¡rcu¡to, actual primero enMateria de Trabajo del rercer circuito, ellntonces segundo rr¡ouíãr Cor"õ¡rJo del euinto circuito, actualPrimero en Materias civil y de Trabajo del Quinto Circuito, el Quinto en"Mãter¡a de Trabajo del primer
circuito y el entonces Tribunal colegiado del Décimo Quinio Circuito, ã"träiÞrirero del Décimo euintocircuito' 16 de febrero de 2011. c¡nco votos. Ponente: sergio sàùäoõi-Ãgu¡rre Anguiano. secretaria:AmaliaTeconasilva.Tesis.dejurisprudencia 48/2011.Aprob.o].poirrsåiundåsatadeesteAttoïribunat,
en sesión privada del dos de maQo de dos mil once. Nwena rpåca negiËiro, rozslg. lnstancia: s"trnJ"sala' Jurisprudencia. Fuente: semanario Judícial de la Federåci¿r v iüêãå"ta. XXXill, Abril de 2011,Materia(s): Laborat Tesis: 2a./J. 4B/ZO11página: 51g



TIA
TJ A/5.S E RA/J RA E M.O O 51 2O2O

laborar como elemento de seguridad pública sujeto a la

LSSPEM, pues como se resolvió, antes de esa fecha este

Tribunal no es competente pâtâ, su conocimiento, y al

veintiocho de enero de dos mil diecinueve; es decir por todo

el tiempo que duró la relación administrativa, por lo que

cumplió nueve años más doce días.

Para obtener el tiempo proporcional de los días, se

divide 12 entre 365 que son el número de días que

conforman el año, lo que nos arroja como resultado 0.032 es

decir que la accionante prestÓ sus servicios 9.032 años.

Como se dijo antes, el salario mínimo en el año dos

mil diecinueve fue a razÔn de   

  multiplicado por dos da como

resultado    

, que es el doble del salario mínimo.

Por lo que la prima de antigüedad se obtiene

multiplicando    

 por 12 (días) por 9. 032 (años trabajados), que

dan como resultado la cantidad de  

      

M.N.) salvo error u omisión.

  * 12 * 9.032Prima de antigüedad
Total

El actor en el inciso i) de su escrito inicial, reclamó el

pago por concepto de salarios devengados correspondientes
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del primero al veintisiete de enero del año dos mil diecinueve

mismos que dice no se le pagaron.

Las autoridades demandas en su escrito de

contestación de demanda manifestaron, que esta pretensión

era improcedente puesto que había operado la prescripción

establecida en el artÍculo 200 de la LSSPEM; sin embargo tal
y como ya se ha establecido en la presente sentencia, el cese
del actor fue el dÍa veintiocho de enero del año dos mil

diecinueve, y la demanda fue presentada ante este Tribunal
el día diecinueve de febrero del año dos mil diecinueve; por

tanto no se actualiza la hipótesis de prescripción que hacen

valer las demandadas; y por otra parte no exhibieron prueba

alguna para acreditar que cumplieron con la pretensión

reclamada.

Por tanto, resulta procedente el pago por concepto de

salarios devengados, correspondientes del primero al

veintisiete de enero del año dos mil diecinueve. En tal

circunstancia y para el cálcuro de esta prestación, se deberá

multiplicar el número de días trabajados (27), por el salario

diario del actor ( 3), que arrojan la cantidad de

    
  )

La pretensión solicitada en el inciso i) consistente en

la exhibición de las constancias que justifiquen el

cumplimiento de las obligaciones de seguridad social, en

caso de que no se haya efectuado, se realice el pago

retroactivo.
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Las autoridades demandadas nada manifestaron al

respecto ni exhibieron documentos para acreditar el

cumplimiento de esta prestación.

Este Pleno considera que existe obligación de

proporcionar seguridad y previsión social, y esta nace de los

artículos 1, 4 fracción l, 5 y transitorio noveno de la

LSEGSOCSPEM'. además conforme a los artículos 43

fracción V y 54 de la LSERCIVILEM ''

30 Artículo 1.- La presente Ley tiene por objeto normar las prestaciones de seguridad
social que corresponden a los miembros de las lnstituciones Policiales y de
Procuración De Justicia detallados en el artículo 2 de esta Ley, los cuales están
sujetos a una relación administrativa, con el fin de garantizarles el derecho a la
salud, la asistencia médica, los servicios sociales, así como del otorgamiento de
pensiones, previo cumplimiento de los requisitos legales.

Artículo 4.- A los sujetos de la presente Ley, en términos de la misma, se les
otorgarán las siguientes prestaciones:
l.- La afiliación a un sistema principal de seguridad social, como son el lnstituto
Mexicano del Seguro Social o el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado; l;

Artículo 5.- Las prestaciones, seguros y servicios citados en el artículo que antecede,
estarán a cargo de las respectivas lnstituciones Obligadas Estatales o
Municipales, y se cubrirán de manera directa cuando así proceda y no sea con base
en aportaciones de los sujetos de la Ley, mismo caso para los sistemas principales de
seguridad social a través de las lnstituciones que para cada caso proceda, tales como
el lnstituto Mexicano del Seguro Social, el lnstituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado, o el lnstituto de Crédito para los Trabajadores al
Servicio del Gobierno del Ëstado de Morelos, entrè otras.
3r Artículo *43.- Los trabajadores de base del Gobierno del Estado y de los Municipios
tendrán derecho a:

Vl.- Disfrutar de los beneficios de la seguridad social que otorgue la lnstitución con la
que el Gobierno o los Municipios hayan celebrado convenio;

Artículo *54.- Los empleados públicos, en materia de seguridad social tendrán
derecho a:
l.- La afiliación al lnstituto Mexicano del Seguro Social o al lnstituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado y al lnstituto de Crédito para los
Trabajadores alServicio del Gobierno del Estado de Morelos;

Vlll.- La asistencia médica, quirúrgica, farmacéutica y hospitalaria para sus beneficiarios,
comprendiéndose entre éstos a la esposa o concubina, ésta última en las condiciones
que establece esta Ley; los hijos menores de dieciocho años y mayores cuando estén
incapacitados para trabajar y los ascendientes cuando dependan económicamente del
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Por otra paúe, la carga de la prueba de acreditar que

ha cumplido cabalmente con las obligaciones legares de

brindar seguridad y previsión social, corresponde a ras

autoridades demandadas en términos de los artículos 386

segundo párrafo del GPROCIVILEM; 15 de la Ley det Seguro

Socraf'; los preceptos legales antes citados de la

LSEGSOCSPEM, LSERCIVILEM y ta siguiente tesis por

analogia que dice;

CUOTAS AL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL Y
APORTACIONES AL FONDO DE AHORRO PARA EL RETIRO.
CUANDO SE RECLAMA SU PAGO LA CARGA DE LA PRUEBA DE
HABERLAS cUBIERTo CoRRESPoNDE AL PATnÓru.33
De los artículos 123, apariado A, fracción xxlx, de la constitución
Política de los Estados unidos Mexicanos, 15, fracciones ry ilr, y 167
de la Ley del seguro social, se deduce el derecho de los trãba¡aáores
a ser inscritos ante el lnstituto Mexicano del seguro social y el de
contar con un seguro de retiro, los cuales constituyen prerrogativas
constitucionales y legales que el legislador ha establecido en favor de
aquéllos encaminadas a su protección y bienestar, cuyo propósito
fundamental consiste en que los trabajadores gocen de los beneficios
de las prestaciones de seguridad social, como gon, entre otros, los
seguros de invalidez, de vejez, de vida, de cesación involuntaria del

trabajador, estas prestaciones se otgrgarán también a los beneficiarios de pensionados y
jubilados en el orden de preferencia que establece la Ley;

;;"'Artículo 15. Los patrones están obligados a:

L Registrarse e inscribir a sus trabajadores en el lnstituto, comunicar sus altas y
bajas, las modificaciones de su salario y los demás datos, dentro de plazos no
mayores de cinco días hábiles;

ll. Llevar registros, tales como nóminas y listas de raya en las que se asiente
invariablemente el número de días trabajados y los salarios percibidos por sus
trabajadores, además de otros datos que exijan la presente Ley y sus reglamentos. Es
obligatorio conservar estos registros durante los cinco anos siguiêntes al de su fecha;

lll. Determinar las cuotas obrero patronales a su cargo y enterar su importe al lnstituto;

Transitorio noveno: En un plazo que no excederá de un año, contado a partir de la
entrada en vigencia de la presente Ley, sin excepción, las instituciones obligadas
deberán tener a la totalidad de sus elementos de seguridad y/o procuración de ¡uiticia,
inscritos en el lnstituto Mexicano del Seguro Social o el'lnstituto de Seguridad y
9ervicios Sociales de los Trabajadores del Estado.
'3 SEGUNDo IR¡BUNAL coiEcrADo EN MATERTAS ADMrNrsrRATrvA y DE
TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
Vll.2o.A.T.77 L; Amparo directo 67812004. unión veracruzana, s. A. de c. V. 1B de
noviembre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Victor Hugo Mendoza Sánchez.
Secretario: Alejandro Quijano Alvarez.
lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta, Novena Época. Tomo XXl, Abril de 200s. pág. 13g4. Tesis
Aislada.
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trabajo, de enfermedades y accidentes, de servicios de guardería, así
como de retiro; estableciéndose la obligación a cargo del patrón de
enterar al referido instituto las cuotas obrero-patronales respectivas y
la aportación estatal del seguro de retiro, en los términos previstos
por los citados artículos; por ende, atendiendo a que el derecho del
trabajador a gozæ de dichas prestaciones deriva de la relación de
trabajo y de hechos íntimamente relacionados con aquélla, y tomando
en cuenta, además, que el patrón tiene la obligación de enterar las
cuotas respectivas, se concluye que cuando en un juicio laboral se
demande de éste su pago, a él corresponde la carga probatoria de
haberlas enterado, por ser quien cuenta con los elementos de prueba
idóneos para demostrarlo, con independencia de que esa carga
procesal no esté prevista expresamente por el artículo 784 de la Ley
Federal del Trabajo, pues ello deriva de la interpretación sistemática
de los artículos citados en primer lugar.

Ahora bien, de las pruebas que obran en autos no se

desprende que el actor contara con dicha prestac¡ón. En

consecuencia, se condena las autoridades demandadas a

la exhibición de las constancias y pago retroactivo de

aportaciones, que hayan dejado de cubrirse desde el

dieciséis de enero de dos mil diez hasta el veintiocho de

enero de dos mil diecinueve, debiendo exhibir las constancias

con las que acredite el pago de las cuotas correspondientes.

La pretensión solicitada en el inciso k) consistente en

tiempo de servicio laborado y el salario que percibía en cada

año.

La LSEGSOCSPEM en su aftículo 1534 señala como

un requisito para obtener las pensiones por Cesantía o por

34 Artículo 15.- Para solicitar las pensiones referidas en este Capltulo, se requiere
solicitud por escrito acompañada de la siguiente documentaciÓn:

l.- Para el caso de pensión por Jubilación o Cesantía en Edad Avanzada:
a).- Copia certificada del acta de nacimiento expedida por el Oficial del Registro
Civil correspond iente;
b).- Hoja de servicios expedida por el servidor público competente de la

lnstitución que corresponda;
c).- Carta de certificación de la remuneración, expedida por la institución a la
que se encuentre adscrito.
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Edad avanzada exhibir la hoja de servicios y constancia de

salario; en consecuencia, se condena a ra entrega de la hoja

de servicios del que deberá cubrir el periodo comprendido del

díeciséis de enero de dos mil diez, al veintiocho de enero de

dos mil diecinueve; a nombre de la parte actora, así como la

constancia de salarios, debiendo ser expedidas por la

autoridad competente en términos del precepto legal antes

indicado.

l) El demandante reclamó que las autoridades se

abstengan de ordenar y/o solicitar que se realice inscripción

alguna ante el sistema Nacionar de seguridad pública y en

su expediente personal, así como la entrega de su baja en la
corporación.

El artículo 1s0 segundo párrafo35 de la LsspEM señala
que la autoridad que conozca de cualquier auto de

procesamiento, sentencia condenatoria o absolutoria, sanción

administrativa o resolución que modifique, confirme o revoque

dichos actos, notificará inmediatamente al centro Estatal de

Análisis de lnformación sobre seguridad pública, quien a su

vez lo notificará al Registro Nacional del personal de

Seguridad Pública.

3s Artículo 150.- El Çentro Estatal tendrá a su cargo la inscripción y actuatización de
los integrantes de las instituciones de seguridad piUica en Ët Registro Nacional del
Personal de $eguridad Pública de conformìdad con lo'J¡rpuèrto en É Ley Generá1. 

-

cuando a los integrantes de las instituciones de r"guiioãã-puot¡"", o auxiliares de la
seguridad pública se les dicte cualquier auto de piocesamiento, i"nt"n.¡t
condenatoria o absolutoria, sanción administrativa o rbsolución qr"' roJiiqr",
confirme o revoque dichos actos, la autoridad que conozca del cäso r"*pu.iiuo
notificará inmediatamente al Centro Estatal quien a su vez lo notificará al Registro
Nacional. Lo cual se dará a conocer en sesión de Consejo Estatal a través del
Secretariado Ejecutivo.
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En esa tesitura, dese a conocer el resultado del

presente fallo al Centro Estatal antes citado para el registro

correspondiente, por tanto, no es procedente entregarle la

baja solicitada. En el entendido que como ha quedado

establecido, el cese de la parte actora fue injustificado; lo

anterior con apoyo en el siguiente criterio jurisprudencial:

MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. EFECTOS DE
LA COI.ICESIÓI{ DEL AMPARO DIRECTO CONTRA LA
SENTENCIA DICTADA EN SEDE JURISDICCIONAL CUANDO SE
ADVIERTAN V¡OLACIONES PROGESALES, FORMALES O DE
FONDO EN LA RESOLUGIÓN DEF¡NITIVA DICTADA EN SEDE
ADMINISTRATIVA QUE DECIDE SEPARARLOS, DESTITUIRLOS
o cESARLos36.

Conforme a lo establecido por la Segunda Sala de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación en la. jurisprudencia 2a.lJ. 143/2012 (Aa.)
("), de rubro: "SEGURIDAD PUBLICA. LA SENTENCIA EN LA QUE
SE CONCEDE EL AMPARO OONTRA LA SEPARACIÓN,
REMOCIÓN, BAJA, CESE O CUALQUIER OTRA FORMA DE
TERMINACIÓN DEL SERVICIO DE MIEMBROS DE LAS
INSTITUCIONES POLICIALES, POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE
AUDIENCIA, DEBE CONSTREÑIR A LA AUTORIDAD
RESPONSABLE A PAGAR LA INDEMNIZACIÓN
CORRESPONDIENTE Y LAS DEMÁS PRESTACIONES A QUE EL
QUEJOSO TENGA DERECHO.", cuando el quejoso impugne en
amparo directo la ilegalidad de la resolución definitiva, mediante la
cual haya sido separado del cargo que desempeñaba como servidor
público de una institución policial, por violaciones procesales,
formales o de fondo en el procedimiento administrativo de separación;
tomando en cuenta la imposibilidad de regresar las cosas al estado
en el que se encontraban previo a la violación, por existir una
restricción constitucional expresa, no debe ordenarse la reposición
del procedimiento, sino que el efecto de la concesión del amparo
debe ser de constreñir a la autoridad responsable a resarcir
integralmente el derecho del que se vio privado el quejoso. En estos
casos, la reparación integral consiste en ordenar a la autoridad

tu Época: Décima Época; Registro: 2012722: lnstancia: Segunda Sala; Tipo de Tesis:
Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 35,

Octubre de 2016, Tomo l; Materia(s): Común, Administrativa; Tesis: 2a.lJ. 11712016
(10a.); Página: 897
Contradicción de tesis 55t2016. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia
Administrativa del Decimosexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Décimo
Octavo Circuito. 6 de julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora
1., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gonzålez Salas, Margarita Beatriz
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedad José Fernando Franco
González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario:
Jorge Roberto Ordóñez Escobar. 

:
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administrativa: a) el pago de la indemnización correspondiente y
demás prestaciones a que tenga derecho, y b) ra anotación en el
expediente personal del servidor público, así como en et
Registro Nacional de Seguridad pública, de que éste fue
separado o destituido de manera injustificada.

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

se atiende con ello la pretensión de la actora, porque

quedara fehaciencia en dicho registro que, no dio motivo a su

separación. Sin que ello conlleve que pueda ser reinstalado o
reincorporado a otro cuerpo de seguridad pública, porque que

ha quedado razonado a lo largo de esta sentencia, que dicha

situación está prohibida constitucionalmente en términos del

artículo 123 apartado B, fracción Xlll.

En los incisos m) y n) del capítulo de prestaciones del

escrito de demanda, el actor reclamó el pago por descuento

indebido que en el año dos mil díeciocho se le realizaron a su

salario, relacionado con los conceptos de despensa y
aguinaldo. Pretensiones que se resuelven de manera

conjunta por tener relación entre sí y similitud.

Las autoridades demandadas no manifestaron nada

al respecto en sus respectivos escritos de contestación de

demanda.

En autos obran a fojas, de la g a la 12, cuatro

comprobantes Fiscales Digitares por lnternet, que expide el

municipio de cuautla, Moreros, a nombre de  
r. Los primeros dos comprobantes (foja g y 10)

corresponden al pago de salario del actor, que comprenden el
periodo del primero al quince y del dieciséis al treinta de
noviembre del dos mil dieciocho, respectivamente, de donde
se puede apreciar, que en ambos se establece un pago
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"total", y posteriormente un concepto denominado "Neto del

recibo", mediante el cual se le dejan de pagar

quincenalmente al actor la cantidad de 
 como se aprecia en

cada uno de ellos, sin que se justifique dicho descuento.

Así mismo y por cuanto a los, comprobantes fiscales a

nombre del actor, visibles a fojas 11 y 12, de fechas quince

de diciembre y veinte de diciembre del dos mil dieciocho, que

corresponden al pago de aguinaldo en favor del demandante,

se advierte de igual manera, sin justificación alguna, un

descuento de   

) en cada uno de ellos y que sumados dan la cantidad

de   

 

Por lo anterior y ante el silencio de las autoridades

demandadas y las referidas documentales consistentes en

Comprobantes Fiscales Digitales por lnternet expedidos a

nombre de   , resulta procedente la

prestación marcada con el inciso m) por el descuento

indebido que en el año dos mil dieciocho se le realizô al

salario del actor, calculados a razôn de dicho descuento por

    por doce

meses, que dan como resultado la cantidad de
   

Así mismo y en los términos antes razonados, es

procedente la pretensión marcada con el inciso n) por el
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descuento que en el año dos mil dieciocho se le realizó al

aguinaldo del actor. En consecuencia, se le deberá reintegrar

la cantidad de    
 por este descuento ínjustificado.

7.2 Cumplimiento

A las prestaciones a las que fueron condenadas las

autoridades demandadas, deberán dar cumplimíento en el

plazo improrrogable de DIEZ oÍns contados a partir de que

cause ejecutoria la presente resolución e informar dentro de

un plazo idéntico su cumplimiento a la Sala del conocimiento,

apercibidas que en caso de no hacerlo se procederá en su

contra conforme a lo establecido en los artículos 11, g0 y g1

de la LJUSTICIAADMVAEM.

A dicho cumplimiento están sujetas las autoridades
administrativas, que en razon de sus funciones deban

intervenir en el cumplimiento de esta resolución.

Para mejor ilustración, se trascribe la siguiente tesis
jurisprudencial:

..AUTORIDADES NO SEÑRTAOAS COMO RESPONSABLES.
ESTÁru OBLIGADAS A REALIZAR LOS ACTOS NECESARIOS
PARA EL EFICAZ CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE
AMPARO. Aun cuando las autoridades no hayan sido designadas
como responsables en el juicio de garantÍas, pero en razón ãe sus
funciones deban tener intervención en el 

'cumplimiento 
de la

ejecutoria de amparo, están obrigadas a realizar, dentro de los límites
de su competencia, todos los actos necesarios para el acatamiento
íntegro y fiel de dicha sentencia protectora, y para que logre vigencia
real y eficacia práctica."37

lt .*o . Registro: i7z,6aJ:, Jurisprudencia, Materia(s): común, Novena Época,
lnstancia: Primera Sala, Fuente: Semanario Judicial ci" la feOeración y su Gaceta,
XXV, Mayo de 2007, Tesis: 1a.lJ. 5212007, pâgina: 144.
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Por lo expuesto y fundado y además con apoyo en lo

dispuesto en los artículos 109 bis de la Canstitucion Política

del Estado Libre y Soberano de Morelos', los artículos 1 , 18

inciso B fracción ll sub inciso l) y demás relativos y aplicables

de la LORGTJAEMO 1, 2 y . 3, 85 y 86 de la

LJUSTICIAADMVAEM, es de resolverse y se resuelve.

8. EFECTOS DEL FALLO

8.1 Se declara la ileqalidad. por ende. la Nulidad lisa v

Llana del acto impuqnado consiste en:

El cese injustificado emitido de forma verbal por las

autoridades demandadas de fecha veintiocho de enero

de dos mil diecinueve.

8.2 Se condena a las autoridades demandadas

Presidente Municipal del Ayuntamiento de Cuautla, Morelos;

y Secretario Municipal del Ayuntamiento del Municipio de

Cuautla, Morelos, al pago y cumplimiento de los siguientes

conceptos:

8.2.1

Cantidad
lndemnización Constitucional (tres meses)
lndemnización de 20 días por cada año
laborado
Remuneración ordinaria diaria dejadas de
percibir
Aquinaldo

Tesis de jurisprudencia 5712007. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal,
en sesión de veinticinco de abril de dos mil siete.
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TOTAL

Descuentos injustificados al aguinaldo en el
año dos mil dieciocho

Descuentos inju cados al salario en el año
dos mil dieciocho

Salarios devengados del primero af
veintisiete de enero del dos mil d iecinueve

Prima de üedad
Prima vacacional
Vacaciones

2
  

En la inteligencia que, se seguirá generando la
actualización de aquellas prestaciones en las que conforme a

esta sentencia sea procedente hasta el pago

correspondiente.

8.2.2 Exhibición de las constancias de pago retroactivo

de las aportaciones ante una lnstitución de seguridad social,

que hayan dejado de cubrirse desde er dieciséis de enero de

dos mil diez hasta el veintiocho de enero de dos mil

diecinueve

8.2.3 La entrega de Hojas de Servicios y salario con

arreglo a la presente sentencia.

8.3 Es improcedente, en términos de la presente

resolución

8.3.1 El pago por concepto de despensa familiar en

términos de lo disertado en la presente resolución.

8.3.2 La abstención de solicitar la inscripción de la

resolución ante el sistema Nacional de Seguridad pública y la

entrega de baja de la corporación.
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8.4 Se concede a las autoridades Presidente Municipal

del Ayuntamiento de Cuautla, Morelos; y Secretario Municipal

del Ayuntamiento del Municipio de Cuautla, Morelos, un

término de diez días para que dé cumplimiento voluntario a lo

ordenado en el presente fallo, una vez que cause ejecutoria;

apercibido que, de no hacerlo así, se procederá a la

ejecución forzosa en términos de lo dispuesto por los

artículos 90 y 91 de la LJUSTICIAADMVAEM antes

referenciado; así mismo, deberán proveer en la esfera de su

competencia, todo lo necesario para el eficaz cumplimiento de

la presente resolución.

9. PUNTOS RESOLUTIVOS

PRIMERO. Este Tribunal en Pleno es competente para

conocer y fallar el presente asunto, en los términos

precisados en el capítulo cuatro de la presente resolución.

SEGUNDO. Las autoridades demandadas no
.i

acreditaron sus defensas, quedando demostrada la ilegalidad

del acto impugnado.

TERCERO. Son fundados los argumentos hechos

valer por Ia parte actora, contra el acto impugnado, en

términos de lo disertado en el sub capítulo 6.'1.1 de esta

sentencia.

CUARTO. Se declara la NULIDAD L¡SA Y LLANA del

acto impugnado, consecuentemente las autoridades

demandadas deberán realizar al pago de las prestaciones
73



que resultaron procedentes conforme a derecho en términos

del capítulo 7.

QUINTO, Se condena a las autoridades
demandadas para que den cumplimiento a los conceptos

establecidos en el apartad o 8.2.1, g.2.2y 8.2.3 de la presente

sentencia, dentro del plazo de D|EZ DíAS contados a partir

de que CAUSE EJEcu"ToRlA, informando a la sala del

conocimiento respecto de dicho cumplimiento, con el

apercibimiento que en caso de no hacerlo se procederá en su

contra en términos de lo, díspuesto por los artículos 11, 90 y

91 de la LJUSTICIAADMVAEM.

sEXTo. son improcedentes las pretensiones de la
parte actora referidas en el apartado 8.3 de este fallo.

sÉprlmo. Gírese'oficio al centro Estatal de Análisis

de lnformación sobre seguridad pública, dándole a conocer

el resultado de la presente sentencia, en cumplimiento a lo
resuelto.

ocrAvo. Ën su oportunidad archívese el presente

asunto como total y definitivamente concluido.

1 O. NOTIFíQUESE PERSONALMENTE

A las partes, como legalmente corresponda.

11. FIRMAS

Así por mayoría de cuatro votos lo resolvieron y firmaron los

integrantes del Pleno del rribunar de Justicia Administrativa

del Estado de Morelos, Magistrado presidente JoAeuíN
ROQUE GONZÁLEZ CEREZO, Titutar de ta Quinta sata
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en el presente asunto; L¡

Secretario de Estudio y

Magistrado de la Primeç#Sala de lnòtrucóión38ïlVlagistrado

Licenciado CUu-lenî¡o ARROYO cRUz, Titular dd la

Segunda Sala de lnstrucción, quien vota en contra;

Magistrado Doctor eq Derecho JORGE ALBERTO

ESTRADA CUEVAS, ftitular de la Tercera Sala de

lnstrucción; y Licenciado ALEJANDRO SALAZAR

AGUILAR, Secretario de Acuerdos habilitado en suplencia

por Ausencia del Magistrado Titular de la Cuafta Sala

Especializada en Responsabilidades Administrativas3e, en

términos de la Disposición Transitoria Cuarta del decreto

número 3448 por el que se reforman y adicionan diversas

disposiciones de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos y de la Ley de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos, publicada en el

Periódico Oficial "Tierra y Libertad" número 5629 de fecha

treinta y uno de agosto de dos mil dieciocho; ante la

Licenciada ANABEL SALGADO CAPISTRÁN, Secretaria

General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

cénciado MARIO GOMEZ LOPEZ,
;¡
il

Cùúenta habilitado en funciones de

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
!

DEL ESTADO NË MONELOS EN PLENO.
1

\
38 En términos del artículo 70 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia
Administrativa delEsfado de Morelos;97 segundo párrafo del Reglamento lnterior del
Tribunal de Justicia Administrativa delEsfado de Morelos y al acuerdo PTJN23|2022
aprobado en la Sesión Extraordinaria número trece'de fecha veintiuno de Junio de dos
milveintidóstt Con fundamento en lo dispuesto por el articulo 70 de la Ley Orgánica del Tribunal
de Justicia Administrativa del Estado de Morelos.
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MAGISTRADO

REZO

DE LA QUINTA ESPECIALIZADA

MINISTRATIVASEN RESPONSABILIDADES

Qr

LICENCIADO EZ

II-ITADO ENSECRETARIO DE ESTUDIO Y HAB

FUNCIONES DE MAGISTRADO DE LA PRIMERA SALA DE

INSTRUccIÓN

F

tsrRADO

LICENCIA un-/e RROYO CRUZ

TITULAR DE LA SEGUNDA TRuccrórrr

DOCTOR BE.RTO ESTRADA

CU AS

TrruLAR DE LA TERcERA sALA DE tNsrnucclóru

STRADO
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LICENCIADO ALEJAN R AGUILAR

SECRETARIO DE UERDOS HABILITADO EN

SUPLENCIA POR AUS NCIA DEL MAGISTRADO TITULAR

DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA EN

RESPONSABI LI DADES ADM I N ISTRATIVAS

SEGRET ENERAL

ANABE CAPISTRÁN

ANABEL SALGADO CAP N, Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal
de Justicia Administrativa Estado de Morelos, CERTIFICA: Que estas firmas
corresponden a la resolución emitida por este Tribunal de Justicia iva del
Estado de Morelos, en el expediente número
promovido por   z con el Presid nicipal del
Ayuntamiento de Cuautla, Morelos y otro; que en Pleno de
fecha veintiséis de octubre de dos mil veintid
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En términos de lo previsto en los artículos 6 fracciones IX y X de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 3 fracción  XXI, 68 fracción VI, 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la información Pública; y 3 fracciones XXV y XXVII, 49 fracción VI, 84, 87 y 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en estos supuestos normativos.






